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Presentación 

Con sumo entusiasmo presentamos una nueva edición de la Revista de las Jornadas de 
Jóvenes Investigadores de la Asociación de Universidades del Grupo Montevideo 
(AUGM). Desde su creación, este encuentro anual se ha consolidado como el principal 
espacio de convergencia y el vehículo más relevante para la difusión de la producción 
científica de excelencia producida por la nueva generación de investigadores de las 
universidades miembro. La revista no sólo documenta el encuentro, sino que también 
promueve activamente la cooperación científica, educativa, tecnológica y cultural en la 
región, un pilar fundamental de la misión de la AUGM.  
 
Con el objetivo de ofrecer una lectura organizada, especializada y de fácil acceso a la 
comunidad académica, la revista se estructura en cuatro publicaciones de frecuencia 
mensual. Esta división, que se realiza en función de los ejes temáticos en que fueron 
presentados los trabajos, permitirá a los lectores acceder de manera focalizada a los 
avances más recientes en sus respectivos campos de estudio: Interdisciplina, Ciencias 
humanas, Ciencias exactas  y Ciencias de la vida. 
 
La revista recoge la totalidad de los trabajos y ponencias que fueron expuestos, 
debatidos y validados por pares en su universidad de origen y durante las XXXII 
Jornadas de Jóvenes Investigadores celebradas en la Universidad Nacional de 
Tucumán (UNT), Argentina, entre el 5 y el 7 de noviembre de 2025. Invitamos a la 
comunidad académica, a los investigadores consolidados y a los gestores universitarios 
a explorar el rigor, la innovación y la diversidad de las investigaciones aquí compiladas. 
Agradecemos profundamente a la UNT por su hospitalidad y excelente organización, y a 
todos los jóvenes investigadores por su invaluable contribución al conocimiento regional 
y al futuro de la ciencia en el Grupo Montevideo. 
 
 
Juan Manuel Sotelo 
Coordinador de cooperación científica, proyectos académicos e investigación 
Secretaria Ejecutiva 
AUGM 
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1.- DDHH en América Latina: desafíos presentes y futuros

 

Aplicación del Convenio de La Haya de 1980 en América Latina: Cooperación 

Internacional y Derechos Humanos en Casos de Sustracción Internacional de Niños  

 

Autor: Araujo Lopes, Luana; luana.aalves2004@gmail.com 

Orientador: Vieira, André Luiz Valim.; profandvieira@furg.br  

Universidade Federal do Rio Grande (FURG) 

 

 

Resumen 

 

Este trabajo analiza los principales desafíos en la aplicación del Convenio de La Haya de 1980 

en América Latina, con especial atención a la tensión entre cooperación internacional y 

protección de los derechos humanos. Se parte del contexto histórico de globalización y de la 

coexistencia con la Convención Interamericana de 1989, para luego examinar cómo los 

tribunales latinoamericanos han interpretado las excepciones, en particular el artículo 13(b). 

La investigación, de carácter cualitativo y descriptivo, se apoya en bibliografía especializada, 

normativa internacional y decisiones judiciales, complementadas con casos paradigmáticos 

como el de Raquel Cantarelli en Brasil y la condena de Paraguay por la Corte IDH. Los 

resultados muestran que la región enfrenta problemas recorrentes como demoras procesales, 

uso inconsistente de las excepciones y la falta de coordinación institucional. Se concluye que 

una aplicación rígida del tratado puede generar nuevas vulnerabilidades, especialmente frente 

a situaciones de violencia doméstica. Por ello, se propone una interpretación humanizada que 

compatibilice cooperación internacional y el interés superior del niño. 

 

Palabras clave: Convenio de La Haya de 1980, sustracción internacional de niños, América 

Latina.  
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1 Introducción 
 

 

        El Convenio de La Haya de 1980 sobre 

los Aspectos Civiles de la Sustracción 

Internacional de Menores constituye uno de 

los instrumentos más relevantes del Derecho 

Internacional Privado contemporáneo, 

concebido para garantizar el retorno 

inmediato de los menores ilícitamente 

trasladados o retenidos y restablecer la 

jurisdicción competente sobre la custodia 

(Araujo, 2016). Su adopción tuvo lugar en un 

contexto de creciente globalización y de 

intensificación de los flujos migratorios, en el 

cual las disputas familiares comenzaron a 

trascender las fronteras estatales, poniendo 

en evidencia los límites de la soberanía y la 

necesidad de cooperación internacional 

(Rodríguez & Fernández, 2021). 

        En América Latina, la incorporación del 

tratado se produjo en paralelo con la 

Convención Interamericana sobre Restitución 

Internacional de Menores (1989), generando 

un doble marco jurídico que refleja tanto la 

búsqueda de uniformidad global como la 

adaptación regional. Sin embargo, la 

experiencia práctica en la región ha revelado 

contradicciones y desafíos persistentes, tales 

como las demoras procesales, la aplicación 

desigual de las excepciones del artículo 13(b) 

y la dificultad de conciliar la cooperación 

jurídica con la protección efectiva de los 

derechos humanos del niño y del progenitor 

cuidador (Azcárraga, 2015; Navarrete, 2025). 

         En Brasil, casos mediáticos como el de 

Raquel Cantarelli ponen de manifiesto los 

dilemas entre el deber de cooperación 

internacional y la necesidad de protección 

frente a la violencia de género. Argentina, por 

su parte, ha privilegiado interpretaciones 

estrictas de la Convención, aunque con 

precedentes que incorporan medidas de 

retorno seguro. Paraguay fue condenado por 

la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos debido a la morosidad en la 

ejecución de órdenes de restitución. México y 

Perú, en cambio, evidencian, 

respectivamente, las fragilidades 

estructurales de su Autoridad Central y la 

búsqueda de alternativas como la mediación 

familiar. 

 

1.1 Objetivos 

 

Este trabajo tiene como objetivo general 

analizar los principales desafíos en la 

aplicación de la Convenio de La Haya de 1980 

en América Latina, con énfasis en la tensión 

entre la cooperación internacional y la 

protección de los derechos humanos. Como 

objetivos específicos, se busca: (a) examinar 

el contexto histórico y jurídico del surgimiento 

del tratado; (b) discutir las excepciones 

previstas en el artículo 13(b) y su 

interpretación en los tribunales 

latinoamericanos; (c) comparar experiencias 

nacionales en países seleccionados (Brasil, 

Argentina, México, Perú y Paraguay); y (d) 

evaluar en qué medida la práctica regional 

contribuye a repensar una aplicación más 
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solución de litigios con elementos extranjeros. 

Desde el Congreso de Lima (1877-1878) y el 

de Montevideo (1889), América Latina ya 

participaba en iniciativas de unificación 

normativa, que posteriormente inspiraron la 

creación de la Conferencia de La Haya de 

Derecho Internacional Privado en 1893. En 

este sentido, el Convenio de La Haya de 1980 

debe ser entendida como parte de un proceso 

histórico más amplio de institucionalización de 

la cooperación jurídica internacional, 

orientado a superar los límites de la soberanía 

estatal frente a la creciente transnacionalidad 

de las relaciones familiares y civiles. 

Analizar el Convenio de La Haya de 

1980 sobre los Aspectos Civiles de la 

Sustracción Internacional de Menores implica, 

por lo tanto, situarla en un contexto de 

movilidad internacional creciente y de 

aumento de los litigios de custodia 

transnacionales. Su finalidad central es 

garantizar el retorno inmediato del niño al 

Estado de residencia habitual, evitando que 

uno de los progenitores se beneficie de un 

cambio de jurisdicción para obtener ventaja en 

la disputa de custodia. Se trata, por 

consiguiente, de un instrumento de 

cooperación internacional que no resuelve la 

custodia en sí, sino que restablece el status 

quo hasta que el país competente se 

pronuncie (Navarrete, 2025; Araujo, 2016). No 

obstante, los redactores del Convenio 

reconocieron la necesidad de prever 

excepciones, siendo la más relevante la del 

artículo 13(b), que permite denegar la 

restitución cuando exista un grave riesgo de 

que el niño sea expuesto a un daño físico o 

psicológico, o a una situación intolerable. 

Este tratado, adoptado el 25 de octubre 

de 1980, entró en vigor en 1983 y desde 

entonces ha sido ratificado por más de 90 

Estados a nivel global (Brasil, 2023; HCCH, 

2020). América Latina se incorporó 

progresivamente a este marco jurídico 

internacional, aportando su propio contexto 

histórico y normativo a la implementación del 

Convenio. 

Varios países latinoamericanos 

ratificaron el Convenio de 1980 durante las 

décadas de 1980 y 1990, incorporándolo en 

sus ordenamientos internos. Por ejemplo, 

Argentina, México y Colombia lo aprobaron a 

inicios de los años noventa, mientras que 

Brasil lo ratificó en 1999, promulgándolo 

mediante el Decreto Nº 3.413 de 14 de abril 

de 2000 (HCCH, 2020; Gobierno de Brasil, 

2000). En la actualidad, la mayoría de los 

países de América Latina son Estados Parte 

del Convenio de La Haya de 1980, entre ellos 

Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Ecuador, 

México, Panamá, Paraguay, Perú, Surinam, 

Uruguay y Venezuela. Este amplio respaldo 

regional refleja una conciencia común sobre la 

necesidad de cooperación jurídica para 

resolver los casos de sustracción parental de 

menores. 

Paralelamente al instrumento global, el 

ámbito interamericano desarrolló su propia 

respuesta. En 1989, la Organización de 

Estados Americanos (OEA) aprobó la 
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2.3 Derechos Humanos, Soberanía y 

Cooperación Internacional 

 

       La aplicación del Convenio de La Haya de 

1980 en lo que concierne a la sustracción 

internacional de menores en América Latina 

revela una compleja tensión entre las 

obligaciones internacionales de cooperación y 

la soberanía estatal orientada a la protección 

de los derechos humanos, en particular el 

principio del interés superior del niño. Los 

críticos señalan que, muchas veces, una 

aplicación rígida del tratado, centrada en la 

devolución inmediata del niño al país de 

residencia habitual, ignora contextos locales 

esenciales, incluidas denuncias de violencia 

doméstica, diferencias socioculturales e 

incluso garantías fundamentales del niño en el 

país de refugio. En otras palabras, se 

cuestiona si la búsqueda de la cooperación 

jurídica ha prevalecido de forma ciega sobre 

la necesidad de proteger los derechos básicos 

del menor involucrado (Gaspar & Amaral, 

2013). 

      Autores sostienen que la aplicación 

mecánica del Convenio de La Haya de 1980, 

sin consideración de las particularidades del 

caso concreto, puede comprometer los 

derechos humanos del niño y del progenitor 

que lo acompaña. En teoría, el tratado fue 

creado para proteger a los niños de los 

efectos nocivos de traslados o retenciones 

ilícitas, presumiendo que el retorno rápido 

restablece la normalidad y atiende a sus 

intereses. De manera complementaria, la 

Convención de la ONU sobre los Derechos del 

Niño (1989) refuerza que los intereses del 

niño son de primordial importancia en todas 

las cuestiones relativas a su custodia (United 

Nations, 1989). 

       La cooperación jurídica internacional, 

concebida en el ámbito del Derecho 

Internacional Privado, presupone la 

armonización de normas y procedimientos 

entre diferentes Estados a fin de conferir 

previsibilidad y seguridad a las relaciones 

transnacionales (Pereira, 2015). Se trata de 

un esfuerzo de unificación que exige, en cierta 

medida, la flexibilización de la soberanía 

estatal en favor de la codificación 

internacional y de la eficacia de los tratados. 

La hermenéutica contemporánea de estas 

normas debe estar guiada por los derechos 

humanos, de modo que la cooperación no se 

convierta en una mera ejecución mecánica de 

obligaciones internacionales, sino en un 

instrumento capaz de proteger a grupos 

históricamente vulnerables, como mujeres y 

niños (Ribeiro, 2017). 

      Aunque la filosofía general del Convenio 

es la restauración del status quo anterior a la 

sustracción, ese retorno no constituye un 

principio absoluto. El propio texto 

convencional prevé excepciones importantes 

para salvaguardar al niño. Los artículos 12, 13 

y 20 del Convenio establecen situaciones en 

que la autoridad judicial no está obligada a 

ordenar la restitución, incluidas aquellas en 

que exista un grave riesgo de que el niño sufra 

daños físicos o psicológicos o en que el 

retorno represente una violación de los 
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cuestionan si el formalismo jurídico 

internacional estaría, en ocasiones, triunfando 

sobre la justicia material y la protección 

concreta del niño involucrado (Cidräo, Muniz 

& Sobreira, 2018). 

       Un estudio de Gaspar & Amaral (2013) 

indagó precisamente si los tribunales 

brasileños han ofrecido protección suficiente 

al interés superior del menor en los casos de 

sustracción internacional. Los autores 

concluyeron que, a pesar de avances, existe 

la tendencia a privilegiar el cumplimiento del 

tratado en detrimento de un análisis profundo 

del bienestar del niño. Ellos destacan que el 

objetivo del Convenio debe interpretarse a la 

luz del interés del niño es decir, el retorno en 

sí no puede imponerse sobre su felicidad, 

seguridad y derechos fundamentales. En 

suma, las críticas convergen en la idea de que 

falta sensibilidad local en la aplicación del 

Convenio cuando se desconsideran factores 

como la adaptación del niño en el nuevo país, 

los lazos afectivos establecidos y, 

principalmente, las situaciones de violencia o 

negligencia que motivaron la remoción. Una 

cooperación internacional eficaz, sostienen, 

no puede abdicar de la dimensión 

humanitaria: sin considerar el contexto, existe 

el riesgo de proteger una abstracción jurídica 

(la autoridad parental o la jurisdicción de 

origen) a costa de una persona en desarrollo 

real y vulnerable. 

 

2.3.1 Interés superior del niño vs. 

obligaciones de cooperación jurídica 

internacional 

 

El gran dilema en la aplicación del 

Convenio de La Haya de 1980 es conciliar el 

interés superior del niño, previsto en el art. 3º 

de la Convención de la ONU sobre los 

Derechos del Niño de 1989, con la obligación 

de cooperación asumida por los Estados. En 

teoría, no debería haber contradicción: el 

preámbulo del Convenio de La Haya 

presupone que el retorno rápido 

generalmente sirve al interés del menor, 

preservando la estabilidad de su custodia 

(HCCH, 1980). En la práctica, sin embargo, 

cumplir ciegamente la regla de restitución 

puede generar riesgos serios, como exponer 

al niño a violencia o trauma, creando un 

verdadero impasse para las autoridades. 

De un lado, los Estados Parte deben 

cooperar de buena fe, evitando que el país de 

refugio se convierta en un refugio seguro para 

sustractores. Este deber se deriva del 

principio pacta sunt servanda y refuerza la 

confianza entre países (Pereira, 2015). 

Keohane y Nye (2012) recuerdan que, en un 

contexto de interdependencia, las fallas de 

cooperación pueden tener efectos 

diplomáticos negativos. El historial de 

presiones políticas en casos notorios, como el 

de niños retenidos en Brasil en los años 2000, 

ilustra cómo la restitución puede superar la 

esfera jurídica y transformarse en un asunto 

de relaciones exteriores. 

Ramos (2010) refuerza que el orden 

internacional contemporáneo está marcado 

por la soberanía de la humanidad, en la cual 
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Autoridades Centrales mexicana y 

estadounidense mantienen una relación 

sólida, lo que ha favorecido la resolución de 

casos. En 2022, de los 98 procesos que 

involucraban a 135 niños, el 42% fueron 

resueltos y 20 casos alcanzaron una solución 

voluntaria entre las partes. No obstante, 

persisten dificultades estructurales: en 

promedio, las autoridades tardaron 196 días 

en localizar a un menor tras la solicitud, y en 

25 casos ni siquiera hubo localización inicial. 

      Asimismo, aunque las decisiones de 

primera instancia suelen dictarse con relativa 

rapidez, los recursos de amparo generan 

demoras significativas en la fase recursiva. 

Así, aunque México demuestra buena 

cooperación internacional y ejecución efectiva 

de las órdenes de retorno, persiste un patrón 

de morosidad que compromete la plena 

efectividad del Convenio (U.S. Department of 

State, 2023).  

          Los estudios enfatizan sobre todo la 

necesidad de rapidez y uniformidad procesal 

en la aplicación del Convenio de La Haya en 

México (Rodríguez Huerta & Treviño 

Fernández, 2018). Sin embargo, este enfoque 

todavía no enfrenta suficientemente la 

dimensión en que el propio retorno puede 

configurar un riesgo, cuestión central para una 

hermenéutica orientada por los derechos 

humanos. 

 

2.4.5 Perú: patrón de incumplimiento 

 

       A pesar de ser Estado Parte del Convenio 

de La Haya de 1980 desde 2001, Perú ha sido 

reiteradamente señalado como un país en 

situación de incumplimiento. De acuerdo con 

el informe anual del U.S. Department of State 

(2023), el país fue citado durante diez años 

consecutivos debido a retrasos judiciales 

crónicos, inestabilidad institucional en la 

Autoridad Central y fallas de cooperación 

internacional. En 2022, aunque se registraron 

avances en la resolución de algunos casos y 

la tasa de procesos pendientes por más de 

doce meses descendió al 27%.  

       Su implementación práctica ha 

enfrentado diversos obstáculos, como la falta 

de comunicación efectiva entre la Autoridad 

Central, ejercida por el Ministerio de la Mujer 

y Poblaciones Vulnerables (MIMP)  y el Poder 

Judicial, además de la poca familiaridad de los 

jueces con el Derecho Internacional Privado y 

los métodos propios de aplicación del tratado 

(Sánchez, 2003). A ello se suma la 

inexistencia de una vía procesal ágil, las 

demoras judiciales que comprometen la 

restitución inmediata y, en algunos casos, 

prácticas de corrupción en la concesión 

irregular de autorizaciones de viaje para 

menores (Serpa, 2018; Durand, 2010). 

       En el ámbito interno, además de la 

actuación del Poder Judicial, el MIMP 

implementó un sistema de mediación gratuita 

en casos de sustracción internacional de 

menores, con el objetivo de promover 

soluciones consensuales antes de la 

judicialización. Esta iniciativa se destaca 

como un intento de reducir el impacto 

emocional y psicológico sobre niños y 
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Resumo 

O aborto inseguro permanece como uma das principais causas evitáveis de 

morbimortalidade materna na América do Sul, em decorrência de legislações restritivas e 

barreiras normativas que dificultam o acesso ao aborto seguro. Este estudo tem como 

objetivo analisar as políticas de aborto dos países sul-americanos com base nos 

instrumentos de ação pública - fundamentos legais, limites gestacionais e requerimentos 

adicionais - à luz das diretrizes da Organização Mundial da Saúde (OMS). Trata-se de uma 

pesquisa qualitativa, comparativa e documental, fundamentada na abordagem por 

instrumentos das políticas públicas, com análise das legislações de 12 países a partir dos 

dados extraídos do banco Global Abortion Policies Database (GAPD), da OMS. Os 

resultados permitiram classificar os países em quatro categorias de acesso ao aborto: amplo 

acesso (Argentina, Uruguai e Colômbia), acesso moderado (Guiana, Bolívia e Equador), 

acesso limitado (Brasil, Peru, Paraguai, Chile e Venezuela) e sem acesso (Suriname). 

Conclui-se que o desenho normativo das políticas impacta diretamente o acesso ao aborto 

seguro, sendo necessária a revisão dos marcos legais para alinhamento com padrões 

internacionais de equidade, justiça social e saúde reprodutiva. 

 

Palavras chave: aborto inseguro, políticas públicas, América do Sul 

 

 

 

 

 

 

 

 

1 
 



 
 
 

 

Introdução 

 

O aborto inseguro segue como uma 

das principais causas evitáveis de 

morbimortalidade materna na América 

Latina, onde se estima que três em cada 

quatro procedimentos ocorram em 

condições precárias (Ganatra et al., 2017). 

Apesar dos avanços no reconhecimento 

dos direitos sexuais e reprodutivos em 

alguns países, a maioria das legislações 

sul-americanas ainda impõe restrições 

severas à interrupção voluntária da 

gestação. Essas restrições não apenas 

limitam o acesso ao aborto seguro, mas 

também produzem desigualdades no 

cuidado à saúde e intensificam os riscos 

para mulheres e pessoas com capacidade 

de gestar. As legislações de aborto, por 

sua vez, costumam ser ambíguas e 

carregadas de disputas morais e políticas, 

refletindo diferentes influências religiosas, 

culturais e ideológicas no interior dos 

sistemas jurídicos e de saúde. Essa 

ambiguidade manifesta-se, por exemplo, 

na coexistência de permissões legais com 

exigências burocráticas que inviabilizam 

na prática o acesso ao procedimento; na 

falta de clareza quanto aos fundamentos 

permitidos; ou ainda na criminalização 

ampla com exceções mal regulamentadas. 

Tais características contribuem para um 

cenário normativo fragmentado, no qual o 

direito ao aborto é condicionado por 

fatores como a interpretação judicial, o 

posicionamento de profissionais de saúde, 

ou a capacidade da usuária de acessar 

recursos legais e sociais. Neste contexto, 

o presente estudo propõe uma análise 

comparativa das políticas de aborto nos 

países da América do Sul com base nos 

instrumentos de ação pública - 

fundamentos legais, limites gestacionais e 

requerimentos adicionais - à luz das 

diretrizes da Organização Mundial da 

Saúde (Organização Mundial da Saúde, 

2022). A pesquisa está ancorada na 

abordagem da sociologia da ação pública 

e parte do pressuposto de que o desenho 

normativo das políticas impacta 

diretamente a efetivação do direito ao 

aborto seguro. 

Ao mobilizar a abordagem por 

instrumentos, este estudo avança na 

literatura ao propor uma tipologia das 

políticas de aborto com base em variáveis 

concretas e comparáveis, superando 

análises binárias centradas apenas na 

legalização ou proibição do procedimento. 

A inovação reside na articulação entre o 

mapeamento normativo detalhado e os 

parâmetros internacionais da OMS, 

permitindo identificar nuances de acesso e 

barreiras regulatórias que frequentemente 

passam despercebidas nas análises 

jurídicas tradicionais. Assim, contribui-se 

para a produção de evidências que 

qualificam o debate sobre justiça 

2 
 



 
 
 

reprodutiva na região e subsidiam a 

formulação de políticas públicas mais 

alinhadas aos princípios de equidade, 

autonomia e saúde baseada em direitos. 

 

Objetivos 

 

Objetivo Geral 

 

O objetivo principal da pesquisa é 

analisar as políticas de aborto dos países 

sul-americanos com base nos 

instrumentos de ação pública à luz das 

diretrizes da Organização Mundial da 

Saúde (OMS). 

 

Objetivos Específicos 

 

1.​ Mapear os fundamentos legais que 

autorizam a interrupção da 

gravidez nos 12 países 

sul-americanos analisados. 

2.​ Identificar e comparar os limites de 

idade gestacional estabelecidos 

pelas legislações para cada 

fundamento legal. 

3.​ Verificar a existência de 

requerimentos adicionais e 

barreiras regulatórias que 

condicionam o acesso ao 

procedimento. 

4.​ Propor uma classificação dos 

países sul-americanos segundo o 

nível de acesso ao aborto (amplo, 

moderado, limitado e sem acesso), 

com base na análise combinada 

dos fatores anteriores. 

 

Materiais e métodos 

 

Trata-se de uma pesquisa 

qualitativa, comparativa e documental, 

fundamentada na abordagem por 

instrumentos das políticas públicas, 

conforme proposta por Lascoumes e Le 

Galès (2007) e mobilizada por Lipsky 

(2019) na análise do papel dos agentes e 

normas na implementação das políticas. 

Essa abordagem permite observar o 

desenho normativo das políticas públicas 

a partir de seus instrumentos concretos - 

dispositivos legais, regulamentações, 

exigências e restrições - 

compreendendo-os como mediadores da 

ação do Estado. A análise empírica 

abrange os países sul-americanos: 

Argentina, Bolívia, Brasil, Chile, Colômbia, 

Equador, Guiana, Paraguai, Peru, 

Suriname, Uruguai e Venezuela. A Guiana 

Francesa foi excluída da amostra por se 

tratar de um departamento ultramarino da 

França, e não de um país independente. 

Guiana e Suriname foram mantidos na 

análise por sua localização geográfica, 

ainda que apresentem particularidades 

culturais e jurídicas distintas do restante 

da América do Sul. 

Os dados foram extraídos do 

Global Abortion Policies Database 

(GAPD), um banco de dados interativo 
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desenvolvido pela Organização Mundial 

da Saúde (OMS) no âmbito do Programa 

Especial de Pesquisa em Reprodução 

Humana (HRP). O GAPD reúne 

informações legais e políticas de 197 

países, com o objetivo de aumentar a 

transparência sobre o aborto, 

responsabilizar os Estados pela proteção 

da saúde e dos direitos humanos, e 

promover a remoção de barreiras 

normativas ao acesso ao aborto seguro. O 

HRP é co-patrocinado pelo PNUD, 

UNFPA, UNICEF, OMS e Banco Mundial, 

sendo o principal instrumento das Nações 

Unidas para pesquisa em saúde 

reprodutiva. A análise concentrou-se em 

três dimensões principais, definidas com 

base nas diretrizes da OMS (2022): 

Fundamentos legais do aborto: 

foram identificadas oito justificativas: (1) a 

pedido da mulher; (2) risco à vida da 

gestante; (3) risco à saúde (física, mental 

ou ambas); (4) deficiência intelectual ou 

cognitiva da mulher; (5) incesto; (6) 

estupro; (7) malformações fetais 

incompatíveis com a vida; (8) razões 

econômicas ou sociais. Devido à 

ambiguidade e complexidade das 

legislações nacionais, não foram feitas 

inferências sobre fundamentos implícitos. 

Apenas os fundamentos expressamente 

previstos em lei foram contabilizados. 

Cada justificativa foi analisada de forma 

independente, de modo que a permissão 

para um fundamento não implica 

necessariamente a aceitação dos demais. 

Limites gestacionais: foi registrada 

a idade gestacional máxima permitida 

para a realização do aborto em cada 

fundamento, conforme explicitado nos 

documentos legais. A idade gestacional é 

contada a partir do primeiro dia da última 

menstruação. Em casos de ciclos 

irregulares ou ausência dessa informação, 

considera-se a estimativa médica baseada 

em exame clínico ou ultrassonografia. A 

OMS recomenda que os limites 

gestacionais não sejam usados como 

barreiras ao acesso ao aborto. 

Requerimentos adicionais: foram 

observadas quatro barreiras regulatórias: 

(1) autorização de terceiros (representante 

legal, parceiro, profissional de saúde ou 

juiz); (2) exigência de relatório policial em 

casos de estupro; (3) aconselhamento 

obrigatório com viés dissuasivo; (4) 

período de espera compulsório entre a 

solicitação e a realização do 

procedimento. Todas essas exigências 

são consideradas pela OMS como 

entraves que violam os direitos sexuais e 

reprodutivos e devem ser removidas. As 

variáveis foram organizadas em três 

tabelas descritivas (Tabela 1 – 

Fundamentos legais; Tabela 2 – Limites 

gestacionais; Tabela 3 – Requerimentos 

adicionais). A codificação foi feita 

manualmente a partir dos documentos 

originais extraídos do GAPD e de 
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legislações nacionais oficiais, com 

conferência cruzada das informações. A 

categorização geral dos países conforme 

o nível de acesso ao aborto será 

apresentada na discussão, com base na 

combinação dessas três dimensões. 

 

Resultados  

 

Fundamentos Legais 

 

A Tabela 1 apresenta os 

fundamentos legais pelos quais o aborto 

induzido é permitido nos países 

sul-americanos analisados. Foram 

consideradas oito variáveis: (1) a pedido 

da mulher; (2) para salvar a vida da 

gestante; (3) para preservar a saúde da 

mulher (física, mental ou ambas); (4) em 

casos de deficiência intelectual ou 

cognitiva; (5) em casos de incesto; (6) em 

casos de estupro; (7) em casos de 

malformação fetal incompatível com a 

vida; e (8) por razões econômicas ou 

sociais. Os países foram organizados da 

esquerda para a direita na Tabela 1 

conforme o número de fundamentos 

previstos em suas legislações. Os 

espaços em branco indicam ausência do 

fundamento ou ausência de menção 

explícita nos documentos consultados. 

 

 

Em relação aos fundamentos 

legais que autorizam a interrupção da 

gravidez, observa-se significativa 

heterogeneidade entre os países 

analisados. A seguir, apresentam-se os 

fundamentos identificados, conforme a 

presença expressa nas legislações 

nacionais. O fundamento aborto a pedido 

da mulher está previsto apenas em 

Argentina, Uruguai e Colômbia. Nesses 

países, a legislação permite a interrupção 

voluntária da gravidez até determinado 

limite gestacional, sem que seja 

necessária a apresentação de 

justificativas específicas. Essa previsão 

normativa representa um avanço 

importante no reconhecimento da 

autonomia reprodutiva e está em 

conformidade com as recomendações da 

Organização Mundial da Saúde (OMS), 

que defende o acesso ao aborto a pedido 

como parte essencial do cuidado em 

saúde reprodutiva. 

O fundamento para salvar a vida 

da gestante é o mais amplamente 

reconhecido entre os países da amostra, 
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estando previsto em todas as legislações 

analisadas, com exceção do Suriname, 

que proíbe o aborto em qualquer 

circunstância. Trata-se do fundamento 

mínimo de proteção à vida da mulher, 

ainda que sua interpretação e aplicação 

possam variar entre os contextos jurídicos 

e institucionais. O fundamento para 

preservar a saúde da gestante aparece 

nas legislações de Argentina, Uruguai, 

Colômbia, Guiana, Bolívia, Equador e 

Peru. Na Argentina, a legislação adota a 

concepção de “saúde integral”, que inclui 

as dimensões física, mental e social, e 

considera que a gestação de meninas 

com até 15 anos acarreta, por si só, risco 

à saúde. O Uruguai, por sua vez, baseia 

sua definição de risco à saúde no modelo 

biopsicossocial, compreendendo o 

contexto da mulher em sua totalidade. 

Esses entendimentos ampliam 

significativamente o alcance do 

fundamento e demonstram aderência 

parcial às diretrizes internacionais. 

O fundamento relacionado à 

deficiência intelectual ou cognitiva da 

gestante não é mencionado explicitamente 

por nenhum dos países analisados, razão 

pela qual não aparece assinalado na 

Tabela 1. Ainda que esse critério seja 

previsto em algumas legislações de outras 

regiões do mundo, sua ausência na 

América do Sul sugere um vácuo 

normativo relevante no que se refere à 

proteção dos direitos reprodutivos de 

mulheres com deficiência. O aborto em 

casos de incesto é expressamente 

permitido apenas na Bolívia e na Guiana. 

No caso boliviano, observa-se ainda a 

inclusão do conceito de estupro 

estatutário, que reconhece como violência 

sexual relações entre adultos e indivíduos 

que legalmente não possuem idade para 

consentir, ainda que sem violência física, 

ampliando a proteção legal a grupos 

vulneráveis. 

O fundamento em casos de 

estupro é contemplado pela maioria dos 

países analisados, incluindo Uruguai, 

Argentina, Colômbia, Bolívia, Guiana, 

Equador, Chile e Brasil. A legislação 

argentina considera estupro toda relação 

sexual sem consentimento expresso, 

incluindo situações em que a vítima esteja 

inconsciente ou sob efeito de substâncias, 

além de prever que qualquer relação com 

menores de 13 anos configura estupro. O 

Chile também reconhece o aborto em 

todas as gestações resultantes de relação 

sexual não consentida. No Brasil, esse 

direito é garantido desde 1940, sem 

exigência de autorização judicial. Já no 

Peru, embora o aborto por estupro seja 

criminalizado, há previsão de pena 

reduzida caso a gestante formalize 

denúncia à autoridade policial e comprove 

a ocorrência do crime. 

O fundamento em casos de 

malformação fetal incompatível com a vida 

está previsto nas legislações de Bolívia, 
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Guiana, Chile, Uruguai e Colômbia. No 

Uruguai, o acesso ao aborto nessas 

situações depende da validação de uma 

comissão médica vinculada ao Ministério 

da Saúde. No Brasil, embora não previsto 

no Código Penal, o aborto em casos de 

anencefalia foi autorizado por decisão do 

Supremo Tribunal Federal em 2012. No 

Peru, ainda que o aborto seja proibido 

nesses casos, a legislação prevê redução 

de pena quando houver comprovação 

médica de deficiências fetais graves. Por 

fim, o fundamento por razões econômicas 

ou sociais é expressamente reconhecido 

por Argentina, Uruguai e Equador. Essa 

justificativa, recomendada pela OMS como 

medida de redução de iniquidades no 

acesso ao aborto seguro, ainda é 

raramente contemplada nas legislações 

nacionais da América do Sul. 

Cabe destacar, adicionalmente, o 

caso da Colômbia, cuja legislação prevê a 

possibilidade de aborto em situações de 

violência reprodutiva, como inseminação 

artificial ou implantação de óvulo 

fertilizado sem consentimento da gestante. 

Embora não incluído nas variáveis 

principais desta análise, esse fundamento 

reforça a necessidade de considerar 

especificidades normativas no exame do 

marco legal vigente, sobretudo no que diz 

respeito à garantia de direitos sexuais e 

reprodutivos. 

 

Limites Gestacionais  

  

Os limites gestacionais referem-se 

ao número máximo de semanas de 

gestação permitido por lei para a 

realização do aborto, conforme 

estabelecido em cada país. A 

Organização Mundial da Saúde (OMS) 

recomenda que os Estados não utilizem a 

idade gestacional como critério de 

restrição ao acesso ao aborto, tendo em 

vista que tais limites podem configurar 

barreiras desproporcionais ao cuidado 

oportuno e seguro, especialmente em 

contextos de vulnerabilidade e 

desigualdade no acesso aos serviços de 

saúde. Na Tabela 2, são apresentados os 

limites gestacionais máximos definidos 

pelas legislações nacionais para os 

fundamentos legais analisados. Os 

valores expressos em semanas indicam 

os prazos permitidos pela legislação para 

a realização do procedimento. O símbolo 

“–” foi utilizado para os casos em que o 

documento legal não faz menção explícita 

a um limite gestacional, enquanto “NA” 

refere-se a situações em que a legislação 

não impõe qualquer limite para a 

realização do aborto sob aquele 

fundamento. As células em branco 

indicam a ausência do fundamento na 

legislação do país. O Suriname foi 

excluído da tabela por proibir o aborto em 

qualquer circunstância. 
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No caso do aborto a pedido da 

mulher (fundamento 1), os três países que 

o permitem adotam prazos distintos: na 

Colômbia, o limite é de 24 semanas; na 

Argentina, 14 semanas; e no Uruguai, 12 

semanas. Esses prazos correspondem ao 

tempo máximo em que a gestante pode 

requerer o procedimento sem necessidade 

de apresentar justificativas adicionais. Nos 

demais fundamentos permitidos nesses 

países, os limites gestacionais geralmente 

não são especificados. 

Em relação ao fundamento 2, que prevê o 

aborto para salvar a vida da gestante, 

verifica-se que Bolívia, Brasil e Venezuela 

estabelecem um teto de 22 semanas. O 

Peru determina que o procedimento deve 

ser realizado antes da 22ª semana, motivo 

pelo qual, para fins de padronização 

analítica, considerou-se o limite de 21 

semanas. O Chile, por sua vez, não 

apresenta restrição gestacional específica 

para essa situação. Argentina, Uruguai e 

Colômbia também não estabelecem 

limites para esse fundamento em seus 

textos legais. Quanto ao fundamento 3, 

que contempla o risco à saúde da mulher, 

Bolívia e Peru indicam prazos máximos: 

22 e 21 semanas, respectivamente. Nos 

demais países que reconhecem esse 

fundamento, não há definição legal clara 

quanto ao limite gestacional permitido. 

No caso do aborto em situações de 

estupro (fundamento 6), observa-se maior 

variação normativa. Uruguai autoriza o 

procedimento até a 14ª semana, exigindo, 

após esse prazo, uma declaração da 

gestante sobre a origem da gestação, 

excetuando-se os casos de meninas com 

menos de 13 anos, nos quais a violência 

sexual é presumida. No Brasil e na 

Bolívia, o limite estabelecido é de 22 

semanas. O Chile fixa o prazo em 12 

semanas. Argentina, Colômbia, Equador e 

Guiana não apresentam delimitação 

gestacional expressa para esse 

fundamento. 

Em relação aos demais 

fundamentos (4 – deficiência 

intelectual/cognitiva; 5 – incesto; 7 – 

malformação fetal incompatível com a 

vida; 8 – razões econômicas ou sociais), 

os limites gestacionais, quando previstos, 

são pouco frequentes e aparecem de 

forma pontual. A Bolívia, por exemplo, 

estabelece o limite de 22 semanas para os 

fundamentos 3 (saúde), 5 (incesto) e 6 
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(estupro). Nos países que autorizam o 

aborto em casos de malformação fetal, 

como Uruguai, Colômbia e Chile, 

geralmente não há prazos rigidamente 

estipulados, tendo em vista a 

complexidade diagnóstica envolvida. Por 

fim, cabe mencionar o caso brasileiro em 

relação à anencefalia. Embora não haja 

menção expressa na legislação, o aborto 

nesses casos foi autorizado por decisão 

do Supremo Tribunal Federal em 2012. 

Não há, contudo, definição normativa 

sobre o limite gestacional para sua 

realização, sendo essa questão regulada 

por protocolos médicos e interpretação 

clínica. 

Requerimentos Adicionais 

As legislações nacionais sobre 

aborto na América do Sul não se limitam à 

definição dos fundamentos legais e dos 

limites gestacionais. Em muitos casos, o 

acesso ao procedimento está 

condicionado a exigências procedimentais 

adicionais, que podem representar 

barreiras significativas, sobretudo para 

populações em situação de 

vulnerabilidade. Neste estudo, foram 

analisados quatro requerimentos 

adicionais: (1) autorização de terceiros; (2) 

exigência de boletim de ocorrência policial 

em casos de estupro; (3) aconselhamento 

obrigatório; e (4) período de espera 

compulsório. A Tabela 3 apresenta a 

distribuição desses requerimentos nos 

países analisados. O símbolo “x” indica a 

presença do requerimento na legislação; o 

espaço em branco indica sua ausência; e 

o traço “–” refere-se à ausência de 

menção explícita no documento legal ou à 

indisponibilidade do texto normativo. 

 

O requerimento de autorização de 

terceiros está presente tanto em países 

que legalizaram o aborto quanto naqueles 

em que o procedimento é permitido 

apenas em circunstâncias específicas. Na 

Argentina, a legislação prevê que menores 

de 13 anos devem estar acompanhadas 

por pais ou responsáveis formais ou 

informais, que assinem o termo de 

consentimento livre e esclarecido. Para 

adolescentes entre 13 e 16 anos, é 

admitido o consentimento autônomo, 

exceto nos casos em que haja risco à 

saúde ou à vida, situação em que se exige 

a autorização dos cuidadores. 

Nos países em que o aborto é 

permitido com ressalvas, como Guiana, 

Brasil, Chile e Peru, a autorização de 

terceiros também se faz presente. Em 

geral, trata-se da autorização de um 

profissional de saúde, mas, no caso de 
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menores de idade, observa-se a exigência 

adicional de consentimento parental. A 

legislação chilena determina que meninas 

com menos de 14 anos necessitam da 

autorização de um representante legal; na 

ausência ou negativa deste, é possível 

recorrer ao judiciário. O juiz deve deliberar 

no prazo de 48 horas, com base nas 

informações da equipe de saúde, da 

jovem e do responsável legal, se 

disponível. Havendo risco à integridade da 

menor, a autorização judicial substitui a do 

responsável, sem que terceiros possam se 

opor. 

No Brasil, o procedimento pode ser 

autorizado judicialmente quando houver 

conflito entre a vontade da menor e a de 

seus responsáveis ou quando não for 

possível contatá-los. Em casos de 

adolescentes que se recusam a informar a 

família, recomenda-se a presença de 

pessoa maior e capaz indicada pela 

própria gestante. Em todas as situações 

envolvendo menores de 14 anos, a 

legislação prevê a comunicação 

obrigatória ao Conselho Tutelar. A 

exigência de relatório policial em casos de 

estupro é observada apenas no Uruguai, 

onde a notificação formal à autoridade 

policial é condição para o acesso ao 

procedimento sob esse fundamento. Os 

demais países não estabelecem essa 

exigência de forma explícita em seus 

marcos normativos. 

No que se refere ao 

aconselhamento obrigatório, nenhum dos 

países analisados prevê essa exigência 

como etapa obrigatória para a realização 

do aborto. No entanto, o Chile adota o 

chamado acompañamiento voluntario, 

previsto pela Ley n.º 21.030, que garante 

o direito ao acompanhamento psicológico 

e social da gestante, caso esta o deseje. 

Esse modelo, por não ser compulsório 

nem dissuasivo, é considerado uma 

medida de apoio, e não de restrição. O 

período de espera compulsório foi 

identificado apenas na legislação 

uruguaia, que estabelece um intervalo 

mínimo de cinco dias entre a primeira 

consulta e a realização do aborto. Tal 

exigência, embora justificada pelas 

autoridades como espaço de reflexão, é 

considerada pela OMS uma barreira que 

pode atrasar ou inviabilizar o acesso ao 

procedimento. Nenhum outro país da 

amostra apresenta essa exigência. 

Dentre os países analisados, a 

Colômbia se destaca por não apresentar 

nenhum dos requerimentos adicionais 

considerados nesta análise. Sua 

legislação não condiciona o acesso ao 

aborto à autorização de terceiros, nem 

impõe relatórios policiais, aconselhamento 

compulsório ou prazos de espera, o que a 

posiciona como a mais alinhada às 

diretrizes internacionais no que se refere à 

eliminação de barreiras regulatórias ao 

acesso ao aborto seguro. 
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Discussão 

A análise das legislações de aborto 

na América do Sul revelou que a 

abordagem por instrumentos permite 

ultrapassar a leitura normativa 

convencional centrada na legalização ou 

proibição do procedimento. Ao decompor 

os marcos legais em fundamentos 

autorizativos, limites gestacionais e 

requerimentos adicionais, foi possível 

identificar distintos arranjos normativos 

que afetam concretamente o grau de 

acesso ao aborto seguro. Esse modelo 

analítico permitiu classificar os países em 

quatro grupos - amplo acesso, acesso 

moderado, acesso limitado e sem acesso - 

não com base em categorias formais, mas 

a partir da articulação entre dispositivos 

legais e operacionais. 

 

 

Embora os dados empíricos 

estejam organizados nas seções 

anteriores, esta discussão se propõe a 

interpretar os achados à luz das tensões 

políticas, institucionais e sociais que 

estruturam os marcos normativos. Um 

primeiro aspecto relevante é a existência 

de convergências parciais entre os países: 

praticamente todos reconhecem o aborto 

em situações extremas, como risco de 

morte materna. Essa base comum, no 

entanto, não representa garantia de 

acesso efetivo, especialmente quando 

combinada à ausência de outros 

fundamentos e à presença de barreiras 

burocráticas. 

As divergências, por sua vez, são 

expressivas e refletem dinâmicas políticas 

distintas. A presença de fundamentos 

ampliados e a eliminação de entraves 

procedimentais - como verificado na 

Colômbia - decorrem não apenas de 

diretrizes técnicas, mas de trajetórias 

políticas marcadas pela atuação de 

movimentos feministas, litigância 

estratégica e decisões judiciais 

progressistas. Em contraste, países como 

Paraguai e Venezuela mantêm legislações 

restritivas, pouco responsivas às 

recomendações internacionais, o que 

indica a força de coalizões conservadoras 

no campo político e institucional. 

A análise também evidencia que 

não basta a previsão legal de 

determinados fundamentos para que o 

direito ao aborto se concretize. O acúmulo 

de exigências regulatórias - como 
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autorização judicial, prazos de espera e 

documentos comprobatórios - constitui 

uma forma de restrição indireta, mas 

eficaz, do acesso. Essa constatação 

reforça a importância de se considerar o 

desenho instrumental das políticas como 

parte essencial da garantia de direitos, e 

não como mero detalhe técnico. 

Ao demonstrar como diferentes 

combinações de fundamentos, prazos e 

requerimentos produzem desigualdades 

no acesso ao aborto seguro, esta 

pesquisa contribui para o campo da saúde 

coletiva e das políticas públicas ao 

oferecer um modelo analítico replicável. 

Além disso, aponta para a necessidade de 

incorporar as dimensões políticas e 

institucionais na análise das políticas de 

aborto, reconhecendo que o direito formal, 

embora necessário, não é suficiente para 

assegurar o exercício reprodutivo pleno. 

Conclusão 

Este estudo evidenciou que o 

desenho normativo das políticas de 

aborto, ao articular fundamentos legais, 

limites gestacionais e requerimentos 

adicionais, determina de forma decisiva o 

grau de acesso ao aborto seguro nos 

países sul-americanos. A proposta de 

análise por instrumentos permitiu 

identificar que o direito ao aborto não 

depende apenas da sua legalização 

formal, mas do modo como ele é 

operacionalizado nas legislações 

nacionais. A classificação dos países em 

níveis de acesso - amplo, moderado, 

limitado e inexistente - oferece uma 

tipologia analítica que contribui para a 

compreensão das barreiras normativas em 

sua complexidade, e pode ser aplicada a 

outros contextos geográficos e políticos. 

Recomenda-se, com base nos achados, 

que os países da América do Sul revisem 

seus marcos legais, em especial no que 

se refere à eliminação de entraves 

procedimentais e à ampliação dos 

fundamentos legais para o aborto, em 

consonância com as diretrizes da 

Organização Mundial da Saúde. A 

promoção de políticas públicas baseadas 

em justiça social, equidade e evidências 

científicas é essencial para garantir o 

exercício pleno dos direitos sexuais e 

reprodutivos na região. 

 

 

 

 

 

 

 

 

12 
 



 
 
 

 

Referências 

Argentina. (2003). Ley nº 1.044, de 26 de junio de 2003. Dispõe sobre el procedimiento en 
los establecimientos de salud del sistema de salud de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires para cualquier mujer embarazada con un feto que sufra de anencefalia 
o patología similar incompatible con la vida. Buenos Aires: BOCBA. 

Argentina. Congreso. (2021). Acceso a la interrupción voluntaria del embarazo. Recuperado 
de https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/239807/20210115 

Argentina. Ministerio de Salud. (2021). Ley 27.610. Atención integral de las personas con 
derecho a la interrupción voluntaria y legal del embarazo. Aspectos médicos del 
acceso a IVE/ILE (p. 16). Buenos Aires. 

Bolívia. Asamblea Legislativa Plurinacional. (2018). Ley nº 1027 de abrogación del código 
del sistema penal. La Paz. Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/17-Bolivia-Ley-1027-2018.pdf 

Bolívia. Ministerio de Salud. (2015). Procedimiento técnico para la prestación de servicios de 
salud en el marco de la Sentencia Constitucional Plurinacional 0206/2014 (p. 70). La 
Paz. Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/15-BoliviaTechnical-Procedure-
2014.pdf 

Brasil. (1940). Lei nº 2.848, de 7 de dezembro de 1940. Código Penal. Diário Oficial da 
União, Brasília, DF, 31 dez. 1990. 

Brasil. DataSUS. (2023). Recuperado de 
http://tabnet.datasus.gov.br/cgi/tabcgi.exe?sim/cnv/mat10uf.def 

Brasil. Ministério da Saúde. (2014). Prevenção e tratamento dos agravos resultantes da 
violência sexual contra mulheres e adolescentes (p. 124). Brasília. Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/13-Brazil-Technical-Norm-onPre
venting-Sexual-Violence-2014.pdf 

Brasil. Ministério da Saúde. Secretaria de Ciência, Tecnologia e Insumos Estratégicos. 
Departamento de Ciência e Tecnologia. (2009). Aborto e saúde pública no Brasil: 20 
anos. Brasília: Ministério da Saúde. 

Chile. Ministerio de Salud. (2017). Regula la despenalización de la interrupción voluntaria del 
embarazo en tres causales. Ley 21.030. Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/13-Chile-Law-on-depenalization
-of-abortion-in-threecases-2017.pdf 

Colômbia. Ministerio de Justicia y del Derecho. (2022, 26 de diciembre). ¿Qué debo hacer 
para interrumpir legalmente un embarazo? Bogotá. Recuperado de 
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9
-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci
%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Const
itucional 

13 
 

https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/239807/20210115
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/15-BoliviaTechnical-Procedure-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/15-BoliviaTechnical-Procedure-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/15-BoliviaTechnical-Procedure-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/13-Brazil-Technical-Norm-onPreventing-Sexual-Violence-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/13-Brazil-Technical-Norm-onPreventing-Sexual-Violence-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/13-Brazil-Technical-Norm-onPreventing-Sexual-Violence-2014.pdf
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Constitucional
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Constitucional
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Constitucional
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Constitucional
https://www.minjusticia.gov.co/programasco/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupci%C3%B3n%20del%20embarazo%20en,que%20determino%20la%20Corte%20Constitucional


 
 
 

Colômbia. Ministerio de Justicia y del Derecho. (2023). Recuperado de 
https://www.minjusticia.gov.co/programas-co/LegalApp/Paginas/%C2%BFQu%C3%A
9-debo-hacer-para-interrumpir-legalmente-unembarazo.aspx#:~:text=La%20interrupc
i%C3%B3n%20del%20embarazo%20en 

Colômbia. Ministerio de Salud y Protección Social. (2014). Atención integral de la 
interrupción voluntaria del embarazo (IVE) en el primer nivel de complejidad: 
documento técnico para prestadores de servicios de salud. Bogotá. 

Diniz, D., Medeiros, M., & Madeiro, A. (2017). Pesquisa nacional de aborto 2016. Ciência & 
Saúde Coletiva, 22(2), 653-660. 

Galvis, A. (2006). Corte Constitucional Colombiana. Sentencia C-355/06. Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/01-Colombia-Judgment-C-355-
Constitutional-Court-2006.pdf 

Ganatra, B., Gerdts, C., Rossier, C., Johnson, B. R., Tunçalp, Ö., Assifi, A., … Alkema, L. 
(2017). Global, regional, and subregional classification of abortions by safety, 
2010–14: Estimates from a Bayesian hierarchical model. The Lancet, 390(10110), 
2372–2381. https://doi.org/10.1016/S0140-6736(17)31794-4 

Lipsky, M. (2019). Burocracia em nível de rua: dilemas do indivíduo nos serviços públicos. 
Brasília: Escola Nacional de Administração Pública. 

Organização Mundial da Saúde (OMS). (2014). Abortion policies and reproductive health 
around the world. Geneva. Recuperado de 
https://www.un.org/en/development/desa/population/publications/pdf/policy/AbortionP
oliciesReproductiveHealth.pdf 

Organização Mundial da Saúde (OMS). (2019). Preventing unsafe abortion: evidence brief. 
Geneva. Recuperado de 
https://apps.who.int/iris/bitstream/handle/10665/329887/WHO-RHR-19.21-eng.pdf?se
quence=1&isAllowed=y 

Organização Mundial da Saúde (OMS). (2022). Abortion care guideline. Geneva. 
Recuperado de https://apps.who.int/iris/handle/10665/349316 

Organização Mundial da Saúde (OMS). (2023). Global Abortion Policies Database. 
Recuperado de https://abortion-policies.srhr.org/ 

Peru. Ministerio de Salud. (2014). Guía técnica nacional para la estandarización del 
procedimiento de la atención integral de la gestante en la interrupción voluntaria por 
indicación terapéutica del embarazo menor de 22 semanas con consentimiento 
informado en el marco de lo dispuesto en el artículo 119º del Código Penal. 
Recuperado de 
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/02-Peru-TechnicalGuideline-Th
erapeutic-Abortion-Ministry-of-Health-2014.pdf 

Uruguai. Ministerio de Salud Pública. (2012). Ley sobre interrupción voluntaria del embarazo. 
Ley del aborto. Montevideo. 

Uruguai. Ministerio de Salud Pública. (2019). El proceso de despenalización del aborto en 
Uruguay. Ley de interrupción voluntaria del embarazo. Montevideo: UNFPA-MSP. 

14 
 

https://doi.org/10.1016/S0140-6736(17)31794-4
https://www.un.org/en/development/desa/population/publications/pdf/policy/AbortionPoliciesReproductiveHealth.pdf
https://www.un.org/en/development/desa/population/publications/pdf/policy/AbortionPoliciesReproductiveHealth.pdf
https://www.un.org/en/development/desa/population/publications/pdf/policy/AbortionPoliciesReproductiveHealth.pdf
https://apps.who.int/iris/handle/10665/349316
https://abortion-policies.srhr.org/
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/02-Peru-TechnicalGuideline-Therapeutic-Abortion-Ministry-of-Health-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/02-Peru-TechnicalGuideline-Therapeutic-Abortion-Ministry-of-Health-2014.pdf
https://abortion-policies.srhr.org/documents/countries/02-Peru-TechnicalGuideline-Therapeutic-Abortion-Ministry-of-Health-2014.pdf


























https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/Y.,%20M.%20V.%20Y%20OTRO%20C/IOSE%20(causa%20N%C2%BA%204612).pdf
https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/Y.,%20M.%20V.%20Y%20OTRO%20C/IOSE%20(causa%20N%C2%BA%204612).pdf
https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/Y.,%20M.%20V.%20Y%20OTRO%20C/IOSE%20(causa%20N%C2%BA%204612).pdf
https://repositorio.mpd.gov.ar/documentos/Y.,%20M.%20V.%20Y%20OTRO%20C/IOSE%20(causa%20N%C2%BA%204612).pdf
https://doi.org/10.18601/01229893.n41.07
https://doi.org/10.18601/01229893.n41.07
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4548361
https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4548361








































https://encurtador.com.br/KBrJK
https://www.beac.int/wp-content/uploads/2023/10/Rapport-annuel-BEAC-2022.pdf
https://www.beac.int/wp-content/uploads/2023/10/Rapport-annuel-BEAC-2022.pdf
https://www.beac.int/wp-content/uploads/2023/10/Rapport-annuel-BEAC-2022.pdf
https://www.bbc.com/news/world-africa-57567829
https://www.bbc.com/news/world-africa-57567829
https://encurtador.com.br/ezM69
https://ri.conicet.gov.ar/handle/11336/238877
https://ri.conicet.gov.ar/handle/11336/238877
https://eiti.org/documents/gabon-2021-eiti-report
https://eiti.org/documents/gabon-2021-eiti-report


https://faolex.fao.org/docs/pdf/Gab174571.pdf
https://faolex.fao.org/docs/pdf/Gab174571.pdf
https://redd.unfccc.int/uploads/4888_2_gabon_frl_modifie_CC_81_oct2021_v_francaise.pdf
https://redd.unfccc.int/uploads/4888_2_gabon_frl_modifie_CC_81_oct2021_v_francaise.pdf
https://redd.unfccc.int/uploads/4888_2_gabon_frl_modifie_CC_81_oct2021_v_francaise.pdf
https://faolex.fao.org/docs/pdf/gab207829.pdf
https://faolex.fao.org/docs/pdf/gab207829.pdf
https://redd.unfccc.int/uploads/2_263_redd_2B_story_gabon.pdf
https://redd.unfccc.int/uploads/2_263_redd_2B_story_gabon.pdf
https://redd.unfccc.int/media/gabon_national_reddplus_strategy.pdf
https://redd.unfccc.int/media/gabon_national_reddplus_strategy.pdf
https://www.un.org/osaa/news/gabon-receives-payment-reducing-co2-emissions
https://www.un.org/osaa/news/gabon-receives-payment-reducing-co2-emissions
https://shorturl.at/I1rdb


https://www.meioambientebrasil.com.br/index.php/MABRA/article/view/451
https://www.meioambientebrasil.com.br/index.php/MABRA/article/view/451




































https://defesacivil.rs.gov.br/defesa-civil-atualiza-balanco-das-enchentes-no-rs-10-7-66b67813ba21f-66c4eed627af9-680aa31f76e02
https://defesacivil.rs.gov.br/defesa-civil-atualiza-balanco-das-enchentes-no-rs-10-7-66b67813ba21f-66c4eed627af9-680aa31f76e02
https://defesacivil.rs.gov.br/defesa-civil-atualiza-balanco-das-enchentes-no-rs-10-7-66b67813ba21f-66c4eed627af9-680aa31f76e02
https://defesacivil.rs.gov.br/defesa-civil-atualiza-balanco-das-enchentes-no-rs-10-7-66b67813ba21f-66c4eed627af9-680aa31f76e02
https://defesacivil.rs.gov.br/defesa-civil-atualiza-balanco-das-enchentes-no-rs-10-7-66b67813ba21f-66c4eed627af9-680aa31f76e02


https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/9662-censo-demografico-2010.html
https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/9662-censo-demografico-2010.html
https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/9662-censo-demografico-2010.html
https://www.google.com/search?q=https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/22827-censo-demografico-2022.html
https://www.google.com/search?q=https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/22827-censo-demografico-2022.html
https://www.google.com/search?q=https://www.ibge.gov.br/estatisticas/sociais/populacao/22827-censo-demografico-2022.html


https://imobindex.procempa.com.br/shiny/imobindex/
https://imobindex.procempa.com.br/shiny/imobindex/
https://prefeitura.poa.br/carta-de-servicos/mapas-digitais-da-smamus
https://prefeitura.poa.br/carta-de-servicos/mapas-digitais-da-smamus
https://prefeitura.poa.br/carta-de-servicos/mapas-digitais-da-smamus


 

1 
 

  

 4-Sustentabilidad 

  

Mitigación de Gases de Efecto Invernadero en embalses: análisis de marcos de gestión y 
su viabilidad en el contexto normativo Uruguayo 

Autor: Silvera Nicolás; E. mail: nicolas.silvera@cure.edu.uy 

Orientadora: Meerhoff, Mariana; E. mail: mm@ecos.au.dk 

Universidad de la República / Centro Universitario Regional del Este 

 
Resumen 
 
La construcción de embalses, si bien provee beneficios socioeconómicos como energía y 

abastecimiento de  agua, genera impactos socio-ambientales, incluyendo la emisión de gases de 

efecto invernadero (GEI). Los embalses emiten GEI a tasas superiores a los sistemas naturales, 

lo que cuestiona su neutralidad de emisiones y reconoce su papel como fuente de GEI. En 

Uruguay, la cuantificación de estas emisiones es escasa y no se incluyen en los inventarios 

nacionales de GEI, a pesar de la alta densidad de embalses y predictores que sugieren una 

situación a considerar. Este trabajo, mediante una revisión sistemática de literatura internacional 

y normativa nacional, identifica enfoques de gestión de GEI en embalses aplicables al contexto 

uruguayo. Los hallazgos resaltan la necesidad de un abordaje multiescalar, integrando la 

estimación y monitoreo de GEI en las evaluaciones de impacto ambiental, y trascendiendo el 

paradigma hidráulico hacia una gestión adaptativa y participativa a nivel de cuenca. Es crucial 

que Uruguay aborde el rol de los embalses como fuentes activas de GEI, especialmente dada la 

expansión agrícola, la promoción de su construcción y los problemas de eutrofización que pueden 

incrementar estas emisiones. 

 
Palabras clave: Gases de Efecto Invernadero, Embalses, Mitigación 
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Introducción 
 

El aumento de gases de efecto invernadero 

(GEI), impulsado desde la revolución industrial, 

ha intensificado el efecto invernadero natural y 

ya ha elevado la temperatura global al menos 

en 1,5 °C (McCulloch et al., 2024), 

aproximándose rápidamente a las predicciones 

realizadas por el Panel Intergubernamental de 

Expertos sobre Cambio Climático (IPCC por 

sus siglas en ingles) de alcanzar un aumento 

promedio de 2 °C para 2100 (IPCC, 2014). Los 

principales GEI son el dióxido de carbono 

(CO2), metano (CH4) y óxido nitroso (N2O), los 

cuales intervienen y provienen de procesos 

físicos, químicos y biológicos, y fuentes 

antropogénicas, principalmente asociadas a 

cambios en el uso del suelo con pérdida de 

bosques y aumento de usos agropecuarios, y 

uso de combustibles fósiles.  

 

Las aguas continentales han sido alteradas y 

sufrido diversos impactos en todo el mundo, 

entre los que se incluyen los represamientos y 

alteración de flujos biogeoquímicos que los 

conectan con ecosistemas terrestres, el 

océano y la atmósfera (Cole & Caraco, 2001; 

Cole et al., 2007; Lampert & Sommer, 2007; 

Pimentel & Berger, 2004; MEA, 2005; 

Carpenter et al., 2011).  

 

El represamiento de cursos de agua ha sido 

emprendido por diversos grupos humanos en 

la historia y se incrementó a partir de la 

revolución industrial para la provisión de agua 

para las crecientes ciudades, como mecanismo 

de regulación hidrológica para la protección 

frente a inundaciones y posteriormente como 

fuente de energía hidroeléctrica (Thornton et 

al., 1990; International Commission on Large 

Dams, 2007). La construcción de presas ha 

tenido un auge en los últimos años, a partir del 

incremento de la población humana y de la 

demanda de energía, siendo uno de los 

argumentos para su construcción su 

categorización como fuente de energía 

renovable (incluyendo presas de pequeño 

tamaño) (Zarfl et al., 2015).  

 

Las presas y los embalses generados proveen 

múltiples beneficios a la sociedad como la 

generación de energía, abastecimiento de 

agua para consumo y riego, usos recreativos y 

de control de inundaciones (Allan & Castillo, 

2007; Carpenter et al., 2011; Moss, 2011; 

Myrbo, 2012). Sin embargo, hay creciente 

evidencia sobre los aspectos negativos a nivel 

ambiental de estos emprendimientos, que 

ocurren a distintas escalas espaciales y 

temporales, desde el área directamente 

afectada por el embalse, en la cuenca superior 

y también aguas abajo por la alteración del flujo 

hidrológico, el transporte de nutrientes y 

carbono, y la limitación en la  migración de 
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peces (Allan & Castillo, 2007;Poff et al., 2007 ; 

Agostinho et al., 2008; Carpenter et al., 2011; 

Moss, 2011; Myrbo, 2012). Por el contrario, los 

efectos indirectos sobre los ciclos 

biogeoquímicos, incluido el ciclo del carbono, 

han recibido menos atención y aún es 

excepcional su inclusión en evaluaciones 

ambientales de proyectos (Tremblay et al., 

2005; Almeida et al., 2013; Winemiller et al., 

2018). 

 

Las aguas continentales, pese a cubrir una 

pequeña superficie del planeta, aportan 

cantidades significativas de GEI a la atmósfera, 

comparables al intercambio entre océano y 

atmósfera, y mayores que el flujo de carbono 

desde la tierra al océano (Cole et al., 2007; 

Tranvik et al., 2009). En particular, los 

embalses emiten CO2, CH4 y N2O a tasas 

superiores que los ecosistemas acuáticos 

naturales (St. Louis et al., 2000; Tremblay et al., 

2005).  

 

La cuantificación de emisiones y en particular 

la ocurrencia de casos cuyas emisiones 

superan a las que pueden generar otras 

fuentes de generación por la misma unidad de 

energía, ha revisado y puesto en discusión el 

papel de los embalses como proveedores de 

energía limpia y también revelado su papel 

como sitios con contribución activa al 

calentamiento global (Cole et al., 2007; Praire 

et al., 2017; IPCC, 2018; IEA, 2018).  

 

Ante esta situación, surge la necesidad de 

discutir los beneficios de la construcción de 

embalses y hacer un balance entre sus aportes 

a la sociedad y las externalidades negativas, 

máxime ya que muchas veces ellos son vistos 

como proveedores de energía limpia (Tranvik 

et al., 2018) o directamente son vistos como 

respuesta al cambio climático para controlar 

inundaciones, hacer reserva de agua, u otros 

usos socio-económicos (Zarfl et al., 2015). 

 

En América del Sur, menos del 2 % de los 

embalses contaban con monitoreo de GEI en 

2022, pese a la alta densidad de estos cuerpos 

de agua en la región (Zhang, 2023). En 

Uruguay, la Infraestructura de Datos 

Espaciales (IDE) identificó más de 172.000 

embalses y tajamares en 2019 (AGESIC-IDE) 

y se encuentran registrados  532 embalses 

mayores a 5 ha con distintos fines (Ministerio 

de Ambiente, 2024), Sin embargo, el Inventario 

Nacional de GEI no incluye estimaciones 

específicas para estos sistemas (Ministerio de 

Ambiente, 2021).  

 

En Uruguay, la Reforma Constitucional de 2004 

estableció el derecho humano al agua y la 

gestión sustentable de los recursos hídricos 

como criterio y obligación del estado. A pesar 

de los avances en políticas de aguas, el estado 

ambiental de las aguas continentales genera 

gran preocupación, debido a la degradación y 





 

5 
 

en embalses, con el objetivo de identificar 

enfoques de gestión aplicables al contexto 

uruguayo. Se analizan marcos regulatorios, 

guías internacionales y medidas de mitigación 

propuestas, a fin de discutir su viabilidad en el 

marco de la política ambiental actual, con 

especial énfasis en el manejo adaptativo y la 

planificación territorial a escala de cuenca. 

 
Objetivos 
 
General: Analizar críticamente los marcos de 

gestión disponibles para la gestión de GEI en 

embalses y su potencial aplicación 

considerando el marco normativo vigente en 

Uruguay. 

Específicos:  

Revisión del marco de gestión y estrategias 

disponibles para la reducción y/o mitigación de 

emisiones de GEI en embalses. 

Analizar el marco normativo uruguayo para 

evaluar la inclusión de los GEI como tema de 

gestión ambiental en embalses. 

 

Métodos 
 

Para la revisión bibliografía se empleó una 

metodología sistemática de búsqueda y 

procesamiento basada en las Directrices para 

las revisiones sistémicas del Centre for 

Evidence-Based Conservation (CEBC) en su 

versión 4.2 de 2013. El enfoque metodológico 

planteado por los autores mencionados implica 

realizar una revisión sistemática como 

herramienta para resumir, evaluar y comunicar 

los resultados e implicaciones del conocimiento 

existente sobre una temática. Permite 

identificar la información disponible para una 

misma pregunta, pero que puede resultar 

contradictoria.  También procura identificar los 

vacíos de información o necesidades para 

orientar futuras investigaciones.  

 

Se realizó una búsqueda primaria en dos 

metabuscadores: Google Scholar y Scopus. En 

cada uno de ellos se emplearon una 

combinación de palabras clave y utilizaron 

operadores boleanos  (AND, OR), de 

coincidencia exacta (“x”) y otros como (*) para 

optar por finales alternativos en una palabra o 

frase. Luego de una búsqueda exploratoria se 

pasó a utilizar solamente el operador “AND”, 

por ser el más abarcativo. 

 

La selección se realizó mediante el filtrado de 

las publicaciones a utilizar.  En cada buscador 

se ordenaron los resultados por relevancia 

(medida por el número de citas y el alcance 

geográfico global) y tiempo (comenzando por la 

literatura más reciente) y se aplicó un filtrado 

de título, donde se encontraron todas las 

palabras clave definidas. En una segunda 

etapa, se revisaron los resúmenes, alcanzando 

entre los 50 primeros resultados. A partir de la 

lectura de los resúmenes, se identificaron las 

publicaciones que aplicaban a la temática y se 
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enmarcaban en los objetivos de la presente 

revisión, buscando aportar información para las 

preguntas y objetivos planteados.  

 

Para la selección de publicaciones se 

establecieron criterios metodológicos que 

abarcaban la tipología, relevancia, alcance, 

datos contenidos, idiomas (Inglés-Español) y 

accesibilidad. En cuanto a la tipología, se 

incluyeron publicaciones arbitradas (artículos 

primarios, síntesis y revisiones) y literatura gris 

(publicaciones de organismos internacionales, 

libros de referencia y trabajos de postgrado). 

La relevancia se priorizó en publicaciones con 

alto volumen de citas, revistas indexadas con 

mejor puntuación y más recientes, 

enfocándose en áreas como ciencias 

ambientales y cambio climático. También se 

consideraron autores y organismos de 

referencia, así como trabajos en campos 

nuevos. El alcance se definió geográficamente 

(cobertura global o regional), temporalmente 

(periodos de muestreo de varios años y 

publicaciones recientes) y temáticamente, 

abarcando lo marcos de gestión, medidas de 

reducción y mitigación. 

 

Para identificar los instrumentos de gestión 

ambiental que surgen del marco normativo, se 

realizó una búsqueda exhaustiva siguiendo las 

directrices de publicadas por Colaboration for 

Enviromental Evidence (2013), pero ajustadas 

para la búsqueda en repositorios 

institucionales y de organizaciones.  

 

Se consideró el marco ambiental general y en 

particular el que regula aspectos con incidencia 

directa en los cuerpos de agua (habilitaciones, 

regulación de obras, riego) y sobre usos y 

actividades en el territorio (ordenamiento 

territorial, promoción de actividades) y 

emisiones de GEI (compromisos sobre el 

cambio climático, inventarios, etc.).  

 

La recopilación del marco normativo e 

instrumentos de gestión ambiental se basó la 

Base de Derecho Ambiental, el Centro de 

Información Oficial, Impresiones y 

Publicaciones Oficiales (IMPO), y los 

apartados normativos de los sitios web del 

Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 

Ganadería, Agricultura y Pesca, y el Ministerio 

de Industria, Energía y Minería. 

 

El alcance temporal de la normativa se limitó a 

aquella vigente hasta julio de 2023, mientras 

que el alcance jerárquico incluyó 

exclusivamente leyes y decretos nacionales. 

Los aspectos considerados para la recopilación 

se centraron en normativas que regulan tópicos 

específicos como el agua, cuencas, y recursos 

hídricos; obras hidráulicas, presas, embalses y 

riego; calidad ambiental en cuencas y 

ecosistemas acuáticos; gases de efecto 

invernadero, cambio climático e inventarios de 
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para la reducción de emisiones.  

 

La selección de sitio para la construcción de un 

embalse es una de las principales medidas de 

mitigación. Esto incluye considerar las 

características del área a inundar y preparar la 

misma antes de la formación del embalse. La 

preparación implica retirar de la zona el 

material orgánico (fundamentalmente la 

vegetación de mayor porte) que puede ser 

degradado y disminuir así las fuentes de 

emisiones en los primeros años del embalse 

(cuando según la literatura se dan los mayores 

picos de emisiones). Los suelos y materia 

orgánica retirada puede generar una reducción 

de emisiones (Li et al., 2017). Estas medidas 

han sido aplicadas en varios embalses y son 

recomendadas tanto para la gestión previa, 

como para los sedimentos que se acumulen 

durante la operación (IEA, 2023). 

 

El análisis prospectivo en la cuenca del 

Amazonas (Almeida et al., 2019), brinda un 

ejemplo de cómo se puede optimizar la 

localización de represas para reducir la emisión 

de GEI considerando los múltiples objetivos 

que pueden tener, y minimizar las 

externalidades negativas. Esto es una 

alternativa frente a la localización realizada 

caso a caso. En el análisis, surgió como 

resultado que emplazando presas en sitios de 

la cuenca alta y priorizando altas densidades 

de potencia, conlleva menores emisiones por 

unidad de energía. Esto sucede 

fundamentalmente en proyectos de menor 

escala y ubicados en zonas donde existe un 

relieve que aumenta la velocidad del flujo y el 

potencial de turbinado (Almeida et al., 2019; 

Flecker et al., 2022). Esto no implica obviar los 

posibles impactos en otros aspectos sociales y 

ambientales. En la cuenca analizada existen 

varios ejemplos de embalses con 

consecuencias negativas significativas para 

ecosistemas y poblaciones (Latrubesse et al., 

2016).  

 

La localización también debe considerar los 

aportes de nutrientes y fuentes de carbono de 

otras actividades. Por ejemplo, se sugiere 

ubicar nuevos embalses aguas arriba de zonas 

donde se den importantes aportes de 

nutrientes y material orgánico (Deemer et al., 

2016). La descomposición de los restos 

vegetales consume el oxígeno disuelto en el 

sistema acuático y puede crear condiciones de 

hipoxia (concentraciones menores a 4 mg/L) o 

anoxia. Estas condiciones favorecen la 

metanogénesis. Por tanto, uno de los enfoques 

clave sería evitar la reducción de la 

concentración de oxígeno, mediante el retiro 

del material vegetal y a su vez el llenado lento 

del embalse para evitar el agotamiento del 

oxígeno en las zonas inundadas.  

 

Es habitual en la operación de los embalses 

que se realicen bajadas significativas del 
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donde predomina la gestión de cuencas,  

tienen limitantes por el origen hidráulico del 

paradigma. Si bien la evolución del paradigma 

ha fomentado la inclusión de actores diversos 

y la sociedad civil, este enfoque no escapa a 

los problemas de desconexión de escalas entre 

unidades administrativas y problemas 

ambientales (Molle, 2009; Carpenter et al., 

2009, Pahl-Wolst et al., 2012; Boelens et al., 

2015; Hommes et al., 2022). Lo acotado de la 

experiencia en gestión hace necesario que, sin 

dejar de considerar paradigmas y marcos 

teóricos, se avance en la implementación de 

acciones a diferentes escalas que permitan 

generar un cúmulo de experiencias que sean 

de utilidad para replicar en otros casos.  

 

La aplicación de una gestión integrada de 

cuencas implica no solo atravesar distintas 

escalas administrativas, sino también 

sectoriales y con distintos regímenes (Moss, 

2003; Young, 2008). Los paradigmas 

emergentes, tales como territorios hidro 

sociales y paisajes hídricos (Linton & Budds, 

2014;Boelens et al., 2016; Hommes et al., 

2022), pueden ser una alternativa para logar 

visibilizar y abordar estos problemas con una 

gestión ambiental ajustada al caso y con 

capacidad de operar trascendiendo los límites 

que posee el paradigma hidráulico. 
 

En Uruguay, el estado de las aguas 

continentales es un tema recurrente en la 

agenda ambiental, debido a los procesos de 

degradación, eutrofización y pérdida de calidad 

registrados en diversas cuencas del país 

(Bonilla et al., 2015;Goyenola et al., 2020; 

Ministerio de Ambiente, 2021; Bonilla et al., 

2021).  

 

Por un lado, a partir de la Reforma 

Constitucional de 2004, se estableció el agua 

como derecho humano fundamental y la 

gestión sustentable de los recursos hídricos, 

con participación social en todas las etapas. 

Bajo este marco se promulgaron la Ley de 

Política Nacional de Aguas (N°18.610), el Plan 

Nacional de Aguas (Decreto 205/007) y 

diversos planes de gestión para cuencas 

hidrográficas, así como espacios de 

participación consultiva. Por otro lado, se ha 

ampliado la promoción de obras hidráulicas 

mediante la actualización de la Ley de Riego 

con fines agropecuarios (Ley 19.553). La 

evaluación ambiental está acotada a proyectos 

de gran porte, contenidos en el Reglamento de 

Evaluación de Impacto Ambiental y 

Autorizaciones Ambientales (Decreto 349/005 

y modificativos). Los cambios en la gestión de 

los recursos hídricos y la cuestión ambiental en 

general no necesariamente son armónicos 

(González et al., 2022), existiendo una tensión 

entre la producción y la conservación de 

ecosistemas y recursos que aún debe 

resolverse (Meerhoff & Bernardi, 2018). 
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Las emisiones de GEI en Uruguay se deben en 

buena medida al sector agropecuario, teniendo 

a la ganadería como uno de los principales o el 

principal sector de las emisiones.  A 2024 aún 

no se han incorporado los embalses en la 

cuantificación de GEI (Ministerio de Ambiente, 

2024) y los casos de monitoreo son recientes 

(Sidagis et al., 2024; Silvera, 2025). 

Además de avanzar en mejorar los inventarios 

nacionales de GEI, es necesario discutir y 

evaluar los costos y beneficios de la 

construcción de embalses, considerando su rol 

en el ciclo del carbono. En este contexto, la Ley 

de Riego (Ley 19.553) incorpora a los 

embalses que retengan más de 2 millones de 

m3 de agua como sujetos de autorización 

ambiental, lo que brinda una oportunidad para 

incluir en las evaluaciones el análisis de las 

emisiones de GEI asociadas a los embalses. 

 

En esa lógica, integrar la estimación y 

monitoreo de emisiones de gases de efecto 

invernadero en el proceso de autorización 

ambiental permitiría anticipar y eventualmente 

mitigar el impacto potencial de nuevos 

embalses, contribuyendo a una gestión más 

sostenible de estos proyectos (Fleker et al., 

2022; IEA, 2018).  

 

El decreto 366/018 reglamentó lo referente al 

riego con destino agropecuario y el 

aprovechamiento de aguas de uso público. 

Esta reglamentación determina los pasos a 

seguir para la concreción de obras hidráulicas 

y responsabilidades tanto de la administración 

nacional como de los desarrolladores de obras 

y regantes. Allí se establece que todo proyecto 

deberá presentar una memoria descriptiva de 

la obra y sus características; un plan de uso y 

manejo de suelos aguas que detalle la 

operación y gestión del agua y la zona regada; 

la autorización ambiental en los casos que se 

requiera. La autorización ambiental se requiere 

para aquellos proyectos incluidos en el 

reglamento de evaluación de impacto 

ambiental (decreto 349/005 y sus 

modificativos). 

 

Más allá de la evaluación particular de los 

proyectos, el plan de promoción del riego 

debería ser evaluando en su totalidad mediante 

una evaluación ambiental estratégica, según 

consigna el Decreto 366/018 incluiría aspectos 

de la situación ambiental a nivel de cuenca, 

que son elementos prioritarios para la 

conservación, efectos ambientales de las obras 

hidráulicas y medidas para prevenir, reducir o 

compensar los efectos ambientales negativos. 

 

El avance de Uruguay al generar un marco 

legal para la protección del agua y establecer 

mecanismos de participación, se tensiona con 

la promoción del riego y la dinámica del 

agronegocio (Gonzales et al., 2022). En este 

marco, resulta relevante contribuir al 

conocimiento de cómo los embalses afectan el 
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ciclo de carbono y reconocer que contribuyen 

al cambio climático, debatiendo, por ejemplo, la 

noción de los embalses como fuente de 

energía limpia o neutralidad al respecto, 

cuestión ya reconocida por el IPCC (IPCC, 

2014; 2019).  

 

Incorporar los elementos mencionados 

requiere trascender la escala de proyectos con 

perspectivas de análisis estratégicos que 

permitan identificar situaciones más 

desfavorables y tomen en cuenta las 

condiciones ambientales y la situación 

territorial. Como establece Partidario (2024), la 

Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) es útil 

para la toma de decisión al aplicarla para 

entender cómo el ambiente afecta el desarrollo.   

 

A efectos de integrar realmente los efectos de 

una promoción del riego, la EAE debería 

incorporar la participación más allá de la 

autoridad ambiental y sectorial, incorporando a 

la población, organizaciones de la sociedad 

civil, políticas, academia y actores económicos, 

permitiendo un ejercicio de reconocimiento de 

la transversalidad de las problemáticas 

ambientales, los impactos y los actores que 

deban integrar la gestión. Evaluar 

estratégicamente implica también que los 

espacios territoriales trasciendan lo hidrológico 

y permitan que la participación social incluya a 

la población potencialmente afectada por los 

impactos, situando al agua como un bien 

común (Linton & Budds, 2014; Boelens et al., 

2016; Santos & Márquez, 2021). 

 

Conclusiones  
 
En un contexto de calentamiento global e 

incremento de la temperatura media global, es 

necesario atender todas las fuentes de emisión 

de GEI, reconociendo y abordando como un 

tema de gestión el papel de los embalses como 

sitios activos.  Acumular experiencias es 

necesario para validar aquellas con real 

posibilidad en la reducción y mitigación de 

emisiones. Por la dimensión y trascendencia 

del problema en escalas espaciales y 

temporales, esta gestión debe buscar 

herramientas superadoras de la fragmentación 

en el manejo ambiental y que incorporen los 

aprendizajes de la aplicación de distintos 

paradigmas y abordajes. 

 

En las últimas dos décadas el Uruguay se 

encuentra en un escenario de expansión 

agrícola y problemáticas respecto a la 

disponibilidad de agua y de agua de calidad, 

que históricamente se han atendido 

aumentando la construcción de embalses. A su 

vez, el país presenta crecientes problemas de 

eutrofización de cuerpos de agua. La alta 

concentración de nutrientes en casi todas sino 

todas las cuencas uruguayas y la 

categorización de muchos cuerpos de agua 

como eutróficos o hipertróficos sugieren que 
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Resumen 

La inclusión educativa busca garantizar que todos los estudiantes, independientemente 

de sus características personales, tengan acceso a una educación de calidad. En Paraguay 

fue aprobada la Ley N° 5136/2013 que establece las bases para un sistema educativo 

inclusivo, buscando garantizar el acceso y la participación plena de personas con 

discapacidad y otras necesidades específicas en todos los niveles educativos, incluyendo la 

Educación Superior. El objetivo de este estudio es recoger y analizar la experiencia de 

Directivos y profesores de la Educación Superior, en relación a las políticas y estrategias de 

inclusión que se implementan para garantizar los derechos de los alumnos a una educación. 

El enfoque que adopta este estudio es cuali-cuantitativo, con un corte hermenéutico y 

alcance exploratorio. Los datos se recolectan a través de una entrevista a profundidad a 

Directivos de Facultades de la Universidad Nacional de Pilar, la aplicación de un 

cuestionario a docentes de la Educación Superior y el análisis documental. Por medio del 

enfoque cuantitativo se obtiene las bases estadísticas que resumen la opinión de los 

miembros de la comunidad educativa con relación al fenómeno en estudio, que son 

contrastadas con los datos obtenidos por medio de las entrevistas, poniendo en práctica el 

enfoque cualitativo, contando así con un resultado que permite un análisis general y la 

descripción analítica de la realidad encontrada. 

Los resultados indican la necesidad de ampliar las estrategias adoptadas por las 

instituciones para garantizar la inclusión, a fin de posibilitar un entorno educativo más 

equitativo y accesible para todas y todos, además de la necesidad de una formación 

profesional en el área de la inclusión para los docentes de la Educación Superior. Así 

también es muy importante ampliar el tema investigado con futuras investigaciones para 

seguir explorando la inclusión en la Educación Superior, buscar estrategias innovadoras y 

accesibles para su eficaz implementación. 

Palabras clave: inclusión, educación superior, desafíos y estrategias. 
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Introducción 

La inclusión, acorde a la Ley 

5136/13 De Educación inclusiva, es 

la “identificación y minimización de las 

barreras para el aprendizaje y la 

participación, y maximización de los 

recursos para el apoyo de ambos 

procesos” (p.2), esta ley cuenta con su 

reglamentación, Decreto No. 2837/14 de 

la Presidencia de la República y el 

Ministerio de Educación y Cultura. Una 

universidad inclusiva ofrece igualdad de 

oportunidades a todas las personas que 

accedan a ella. Además de garantizar 

la equidad de quienes forman parte 

de la comunidad universitaria, es capaz 

de poner en marcha mecanismos 

proactivos de búsqueda de personas 

diversas y entre ellas las personas con 

discapacidad, ofreciendo un entorno 

acogedor que facilite los apoyos 

necesarios para que alcancen el máximo 

desarrollo de sus potencialidades 

(García-Cano, Buenestado, Gutiérrez, 

López, & Naranjo, 2017). 

La UNESCO (2000) considera que 

la falta de equidad, la exclusión y la 

fragmentación social que caracteriza a 

América Latina no ha permitido que los 

esfuerzos de gobiernos, organizaciones 

e instituciones por mejorar la calidad de 

la educación se plasmen clara y 

específicamente en el sistema educativo. 

Esta realidad no es ajena a la 

educación paraguaya que, si bien ha 

actualizado su normativa legal en 

materia de educación inclusiva, en la 

práctica pedagógica del docente aún 

permanecen vestigios de una educación 

excluyente y segregada que se 

constituyen en obstaculizadores de la 

atención a la diversidad y la inclusión. 

La inclusión en la educación es un 

tema relativamente nuevo, sobre todo en 

el contexto universitario del sector 

público. Ahora bien, con las exigencias 

de calidad impuestas por los organismos 

contralores de la educación superior, 

como la Agencia Nacional de Evaluación 

y Acreditación de la Educación Superior 

(ANEAES) y el Consejo Nacional de 

Educación Superior (CONES), se 

comenzó a implementar medidas 

didácticas, edilicias y operacionales que 

faciliten la integración de diferentes 

estudiantes con discapacidades al 

proceso de enseñanza y aprendizaje. 

Finalmente es importante resaltar 

que la educación inclusiva a nivel 

mundial ha ido cobrando importancia 

en los últimos años, por lo que se 

realiza esta investigación con el 

objetivo de analizar las Políticas 

educativas y estrategias de inclusión 
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paraguaya. El objetivo principal de 

esta ley es establecer un marco legal 

para la creación de un modelo 

educativo inclusivo, facilitando el 

acceso, la permanencia, el aprendizaje 

y la participación de los y las 

estudiantes con necesidades de apoyo 

educativo específico. La vigencia de la 

Ley de Educación Inclusiva no ha 

garantizado el cambio de esta 

realidad. 

La inclusión, acorde a la Ley 

5136/13 De Educación inclusiva, es la 

“identificación y minimización de las 

barreras para el aprendizaje y la 

participación, y maximización de los 

recursos para el apoyo de ambos 

procesos” (p.2), esta ley cuenta con su 

reglamentación, Decreto No. 2837/14 

de la Presidencia de la República y el 

Ministerio de Educación y Cultura. 

De acuerdo con Benet-Gil (2019), 

la inclusión requiere que los procesos 

educativos puedan garantizar la 

participación de las personas. De 

acuerdo con la mencionada autora, 

«ese principio se traslada a la 

educación superior en el intento de 

desarrollar un modelo que abarque 

simultáneamente los conceptos de 

igualdad, equidad, accesibilidad y 

excelencia educativa» 

Booth & Ainscow (2011), 
plantean que la inclusión es el derecho 

de todos los estudiantes a aprender y 

participar plenamente en una 

comunidad educativa que valore la 

diversidad, la equidad y la justicia 

social. Así también, la UNESCO 

(2017) entiende la inclusión como un 

enfoque que responde a la diversidad 

de necesidades de todos los 

educandos, incrementando la 

participación y reduciendo la exclusión 

en la educación. Subraya que implica 

cambios en contenidos, estructuras, 

estrategias y actitudes. Slee (2011) 

afirma que la inclusión va más allá de 

incorporar estudiantes con 

discapacidad; es un proyecto ético y 

político que cuestiona las prácticas 

que producen desigual 

Al respecto, es importante 

resaltar el compromiso del Objetivo de 

Desarrollo Sostenible 4 (ODS 4) 

pretende garantizar: 

“Una educación inclusiva, 

equitativa y de calidad y promover el 

aprendizaje durante toda la vida para 

todos, teniendo en cuenta que: La 

educación brinda un punto de entrada 

fundamental para construir 

sociedades inclusivas, si se considera 

que la diversidad de los educandos 
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no es un problema, sino un desafío, al 

identificar el talento individual en todas 

sus formas y crear las condiciones 

para que florezca. 

Desafortunadamente, los grupos más 

desprotegidos permanecen excluidos 

de los sistemas educativos o son 

expulsados de ellos a raíz de 

decisiones más o menos sutiles que 

redundan en la exclusión de los 

currículos, la fijación de objetivos de 

aprendizaje que no son pertinentes, 

estereotipos en los libros de texto, 

discriminación en la asignación de 

recursos y en las evaluaciones, 

tolerancia de la violencia y desatención 

de las necesidades” (ONU, 2020). 

 

Políticas de inclusión implementadas 
en la Educación Superior 

Según Benet-Gil (2019), la 

inclusión en educación superior 

procura «desarrollar un modelo que 

abarque simultáneamente los 

conceptos de igualdad, equidad, 

accesibilidad y excelencia educativa». 

La implementación de un modelo 

educativo inclusivo en instituciones de 

educación superior responde a las 

exigencias actuales orientadas en el 

marco de los estándares de calidad 

que garanticen el acceso de los 

estudiantes a la educación y responda 

al desarrollo de un proceso que 

promueva el aprendizaje de todos los 

estudiantes. 

Las instituciones de educación 

superior deben incentivar una 

educación inclusiva desde los diversos 

ámbitos de la cultura organizacional de 

la misma. En concordancia con Zárate- 

Rueda et. al (2017), quienes destacan 

la importancia del abordaje de 

prácticas inclusivas en el proceso de 

enseñanza-aprendizaje en el nivel 

superior, señalan que «las 

instituciones de educación superior-

IES deben desarrollar, dentro de sus 

políticas educativas, prácticas 

inclusivas» 

El desarrollo de la educación 

Inclusiva en las instituciones de 

educación superior exige actuaciones 

en una serie de dimensiones (Ainscow, 

Booth y Dyson, 2006): 

1- Creación de culturas inclusivas: 

Esta dimensión hace referencia al 

establecimiento de valores y 

actitudes inclusivas vinculadas a 

la consideración de la diversidad 

como un hecho valioso y guía de 

la toma de decisiones. La cultura 

inclusiva es dar igualdad de 

oportunidad a todos y se 



 
 
 

 
 

6  

relaciona con una educación 

social, emocional, académica y 

ética cuyo principal objetivo es 

cambiar el clima de la 

universidad. 

2- Elaboración de las políticas 

inclusivas: Para que la inclusión 

sea una realidad, se requiere de 

la transformación de la 

Universidad tanto a nivel 

organizativo como curricular, con 

el fin de aumentar la participación 

activa y el progreso de los 

miembros de la comunidad. La 

apuesta por la educación 

inclusiva en la institución de 

educación superior debe 

reflejarse en la misión de la 

Universidad o los planes 

estratégicos, a fin de ser 

integrado en la cultura 

institucional. Por medio de la 

política inclusiva se realiza 

acciones para integrar o dar 

acceso a los grupos de población 

excluidos de los beneficios del 

desarrollo económico y social de 

una sociedad. 

3- Desarrollo de buenas prácticas 

inclusivas: Algunos aspectos a 

considerar en el desarrollo de 

prácticas inclusivas son: 

- Eliminación de barreras para el 

aprendizaje y la participación de 

todos y todas en las actividades 

o experiencias educativas y 

profesionales, asegurar que 

todas las actividades dentro y 

fuera del aula promuevan la 

participación de todo el 

alumnado y tengan en cuenta el 

conocimiento y las experiencias 

adquiridas por éstos. 

- Aplicación de los principios del 

Diseño universal de aprendizaje 

(DUA). La diversidad se ve 

reflejada necesariamente en la 

forma en que cada alumno o 

alumna aprende. La diversidad 

en el aprendizaje se basa en la 

estructura y el funcionamiento 

cerebral. Este es un modelo de 

enseñanza que tiene en cuenta 

la diversidad de los alumnos y 

tiene por objetivo lograr una 

inclusión efectiva, minimizando 

las barreras que se les 

presenta. 

 

En Educación Superior se están 

esbozando Políticas de Educación 

Inclusiva -para una atención que 

corresponde en derecho a todos los 

estudiantes, y no solo aquellos en 
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situación de discapacidad. (Giménez, 

2015). 

Para lograr la implementación de 

la inclusión en educación, es necesario 

tomar en cuenta la conjugación de 

ciertas dimensiones, logrando una 

armonía entre ellos. La primera 

dimensión es lo referente a lo cultura, 

“las barreras en la cultura escolar se 

relacionan con los valores, las 

creencias y las actitudes compartidas 

por los miembros de la comunidad 

escolar, que pueden ser explícitas o 

implícitas” (Velázquez y De Torres, 

2018, p.23), en tal sentido, se debe 

fomentar un nuevo paradigma sin 

discriminaciones. 

La siguiente dimensión es la 

política, en el sentido de que se 

requiere del compromiso y el apoyo de 

las autoridades que gestionan la 

institución, además del compromiso de 

diferentes actores involucrados en la 

comunidad educativa, como docentes 

y padres, afirmado en normativas 

regladas. “Una escuela que no 

considere las normativas de 

accesibilidad que garanticen el acceso 

de todos al entorno físico y 

comunicacional, no puede 

considerarse inclusiva” (Fundación 

Saraki, 2017, p. 16). 

La última dimensión y no menos 

importante, es de las prácticas de 

aulas, es decir, la metodología de 

enseñanza en todo su contexto. 

Las barreras en la práctica de 

aula tienen que ver con la metodología 

de enseñanza, las propuestas de 

trabajo, las prácticas evaluadoras, los 

recursos disponibles, entre otras. 

Debemos recordar que existen 

barreras que afectan a los docentes y 

al resto de las personas que participan 

de la vida de una escuela. 

La ausencia de un trabajo en 

equipo, la poca coordinación, los roces 

o las dificultades en los vínculos 

profesionales, la falta de incentivos, 

entre otros, son obstáculos que 

condicionan negativamente el trabajo 

docente (Velázquez y De Torres, 2018, 

p.24). 

 

Barreras y desafíos para la 
implementación de la inclusión en la 
Educación Superior 

Las barreras que pueden generar 

exclusión/segregación no están 

determinadas por factores individuales, 

sino que más bien, por la interacción 

de estos con características del 

contexto donde las personas se 

desenvuelven (Covarrubias, 2019; 
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García et al., 2021; Moriña y Orozco, 

2021); sus políticas, actitudes y 

prácticas. En este sentido la 

discapacidad se sitúa como una 

construcción social (Pérez y Gagan, 

2019) en un entorno en que existen 

parámetros de 

normalidad/anormalidad. 

De acuerdo con la clasificación 

de French (2017, en Pérez- Castro 

2020) es posible agruparlas en (1) 

barreras estructurales, referidas a la 

cultura institucional, tensionada por 

juicios y jerarquías de poder; (2) 

barreras ambientales, alusivas al 

medio físico, por ejemplo, 

infraestructura, recursos humanos de 

apoyo y condiciones bajo las cuales se 

desarrollan las tareas académicas; y 

(3) barreras actitudinales, sostenidas 

en creencias que predisponen a la 

acción humana. 

Por lo expuesto, se puede 

resaltar lo expresado por Barona & 

Ramírez, 2019, pág. 17: el tema de 

inclusión es un completo desafío para 

todos los profesionales de la 

educación, este conlleva la 

reorganización de las clases, las 

estrategias que se implementan en el 

aula, el tiempo en que se desarrolle 

cada temática o actividad y por 

consiguiente los resultados que se 

puedan tener de los estudiantes 

 

Materiales y Métodos 

El enfoque que adopta este 

estudio es cuali-cuantitativo, con un 

corte hermenéutico y alcance 

exploratorio. Los datos se recolectan a 

través de una entrevista a profundidad 

a Directivos de Facultades de la 

Universidad Nacional de Pilar, la 

aplicación de un cuestionario a 

docentes de la Educación Superior y el 

análisis documental. Por medio del 

enfoque cuantitativo se obtiene las 

bases estadísticas que resumen la 

opinión de los miembros de la 

comunidad educativa con relación al 

fenómeno en estudio, que son 

contrastadas con los datos obtenidos 

por medio de las entrevistas, 

poniendo en práctica el enfoque 

cualitativo, contando así con un 

resultado que permite un análisis 

general y la descripción analítica de la 

realidad encontrada. 
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Resultados y discusión 

 
El gráfico nos demuestra que la 

mayoría de los docentes, en un 83,3% 

sostienen que la institución cuenta con 

una Unidad o Departamento encargado de 

la atención del estudiante, es decir una 

Unidad de Bienestar Estudiantil y en una 

minoría desconocen la existencia de dicha 

dependencia. Al respecto, Brunner (2007) 

plantea que las universidades 

latinoamericanas deben responder a 

contextos de desigualdad social, por lo 

cual las unidades de bienestar estudiantil 

se vuelven esenciales para garantizar 

equidad y acceso real a la educación 

superior. 

 

 

 

 

 

 

Los docentes en su mayoría afirman 

que la institución cuenta con políticas 

educativas y normativas formalizadas en 

el marco de la inclusión educativa. Sin 

embargo, algunos de los docentes 

sostienen que en parte se cuenta con 

dichas políticas y un porcentaje mínimo 

desconocen, lo que evidencia la 

necesidad de una mayor difusión de las 

normativas institucionales 

Al respecto, Tinto (2012), desde su 

desde su teoría sobre permanencia 

estudiantil, sostiene que la integración 

académica y social de los estudiantes es 

clave para evitar la deserción. Las 

políticas inclusivas son importantes 

porque fortalecen la retención, el sentido 

de pertenencia y el éxito académico. 
 

 

 
 

 
La mayoría de los docentes, en un 

58, 3% afirman que la institución realiza 

capacitaciones en el área de la inclusión 

dirigido a los docentes, lo que evidencia el 

compromiso institucional hacia el 

desarrollo profesional de los docentes. 

Sin embargo, existe la necesidad de 

una mayor difusión, ya que algunos 

docentes sostienen que en parte se 

realizan las capacitaciones y un mínimo 

porcentaje desconocen el proceso. 

González-Gil et al. (2016) enfatizan que la 

formación inicial y permanente del 

profesorado en inclusión es un requisito 

indispensable para garantizar la equidad 

educativa, ya que muchos docentes 

carecen de herramientas para atender la 
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materia de inclusión educativa, aunque 

persisten desafíos importantes en su 

implementación y socialización. La 

mayoría de los encuestados reconoce la 

existencia de una unidad encargada de la 

atención al estudiante, lo que constituye 

un aspecto positivo en cuanto a la 

infraestructura institucional de apoyo. 

Asimismo, un porcentaje amplio afirma 

que existen políticas y normativas 

formalizadas en el marco de la educación 

inclusiva, lo que demuestra la intención de 

consolidar un marco normativo en la 

materia. 

Sin embargo, los resultados también 

evidencian vacíos y percepciones 

divergentes. En lo que respecta a las 

capacitaciones en inclusión dirigidas a los 

docentes, un 58.3% confirma su 

existencia, mientras que un 16.7% la 

desconoce y otro 20.8% considera que se 

realizan solo en parte. De igual forma, la 

preparación específica de los docentes 

para trabajar con estudiantes con 

discapacidad o necesidades educativas 

especiales presenta una división casi 

equitativa: el 47% asegura haber recibido 

formación, frente a un 46% que señala lo 

contrario. 

En cuanto a la aplicación de 

metodologías y estrategias adecuadas, los 

resultados reflejan una implementación 

parcial, con porcentajes similares entre 

quienes manifiestan aplicarlas plenamente 

(29.2%) y quienes no lo hacen (29.2%), 

mientras que un 12.5% desconoce esta 

práctica. Esto evidencia la necesidad de 

fortalecer tanto la capacitación como la 

apropiación de herramientas pedagógicas 

inclusivas entre el cuerpo docente. 

En síntesis, aunque la institución 

cuenta con bases estructurales y 

normativas que apuntan a la inclusión, los 

datos ponen de manifiesto que aún se 

requiere mayor difusión de las políticas, 

formación continua y estrategias 

pedagógicas efectivas que garanticen la 

atención adecuada a la diversidad 

estudiantil. De este modo, se podrá 

avanzar hacia una práctica educativa 

realmente inclusiva, equitativa y coherente 

con las necesidades de todos los 

estudiantes. 
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Resumen 

La tirosinasa es una enzima clave en procesos como la melanogénesis y el 

pardeamiento enzimático, lo que la convierte en un blanco relevante para fines cosméticos, 

agrícolas, alimenticios y farmacéuticos. A través de una estrategia dirigida por efecto que 

combina la síntesis de bibliotecas de mezclas de ditioacetales y ensayos bioautográficos en 

CCD, desarrollada por nuestro grupo, se identificó un potente inhibidor de tirosinasa. El 

mismo, denominado A6D1, fue identificado después de un proceso de deconvolución y tras 

su síntesis y evaluación en microplaca resultó activo en concentración nanomolar.  

El objetivo fue diseñar y sintetizar de manera individual una nueva biblioteca de 16 

derivados estructuralmente relacionados a A6D1 a fin de explorar el impacto de distintas 

modificaciones del núcleo activo sobre la actividad biológica. Las variaciones incluyeron 

cambios en los sustituyentes del anillo aromático del aldehído y en la longitud y naturaleza 

del ditiol, con el fin de optimizar la potencia inhibitoria y evaluar la contribución de diferentes 

grupos funcionales al reconocimiento enzimático. Los ensayos de actividad inhibitoria 

permitieron evidenciar la importancia de los grupos fenólicos para la bioactividad observada. 

Además, las modificaciones estructurales que implicaron tanto la expansión como la 

contracción del ciclo ditioacetal resultaron en una notable disminución de la actividad. 

A partir de los resultados obtenidos se determinó que la actividad inhibitoria depende 

considerablemente de la presencia de los grupos fenoles, los cuales asociados al anillo 

ditioacetal de 6 miembros dan lugar al derivado más potente de la colección, A6D1.
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Introducción 

La tirosinasa es una enzima oxidasa 

esencial que contiene cobre y es 

responsable de la producción de 

melanina. Esta enzima está presente en 

microorganismos, animales y plantas 

desempeñando un papel clave en 

procesos como el pardeamiento 

enzimático en frutas y verduras (Figura 

1a), la melanogénesis en mamíferos 

(Figura 1b), entre otros (Peng et al., 

2022). En consecuencia, la tirosinasa es 

un valioso blanco terapéutico para 

desarrollar agentes para tratamiento de 

enfermedades dérmicas, cosméticos, 

antibacterianos, insecticidas, etc., útiles 

para las industrias cosmética, 

farmacéutica, alimentaria y agrícola. 

Habitualmente, la identificación de 

nuevos inhibidores enzimáticos (por ej. de 

tirosinasa) implica la síntesis, purificación, 

caracterización y evaluación biológica de 

cada compuesto, a escala de miligramos. 

El desarrollo de metodologías que facilitan 

la vinculación de la preparación de 

compuestos y la bioactividad de manera 

directa, es un enfoque útil para encontrar 

nuevos compuestos bioactivos como los 

inhibidores de enzimas. 

 

Figura 1-a) Pardeamiento enzimático. b) Melanogénesis 

en mamíferos. 

El acoplamiento apropiado entre la 

preparación de bibliotecas de compuestos 

y la evaluación de sus propiedades 

biológicas facilita la identificación de 

moléculas bioactivas potencialmente 

interesantes, antes de su preparación 

individual en escala de miligramos. La 

bioautografía por cromatografía en capa 

delgada (CCD) es un formato de ensayo 

especialmente adecuado para la 

evaluación de las propiedades de 

inhibición enzimática de mezclas 

complejas. Combinando ambos, nuestro 

grupo introdujo la preparación de 

bibliotecas y los ensayos de CCD para la 

síntesis dirigida por efecto de inhibidores 

de tirosinasa (Cabezudo et al., 2021) y de 

moléculas antivirulentas (Cabezudo et al., 

2022). Recientemente, este enfoque fue 

aplicado en la búsqueda de inhibidores de 

tirosinasa en dos bibliotecas de 

ditioacetales. A través de ensayos 

bioautográficos se detectó actividad 

inhibitoria destacada en una de las 

bibliotecas. Mediante un proceso de 

deconvolución se identificó el compuesto 

A6D1 (Figura 2) responsable de la 

bioactividad (Escalante et al., 2024).  

 

Figura 2. Estructura química de A6D1. 

Posteriormente, se sintetizó el mismo 
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pocos inhibidores de tirosinasa reportados 

con actividad en el rango nanomolar. (Li, 

et al, 2021; Xue, et al., 2023; Vittorio, et 

al., 2023; Solis, et al., 2022; Chiari, et al., 

2011). 

Además, se estudiaron las propiedades 

fisicoquímicas de A6D1 mediante cálculos 

teóricos, con el objetivo de predecir su 

potencial como fármaco. Los estudios in 

silico realizados con la plataforma 

SwissADME (Daina, et al., 2017) 

predijeron un valor de lipofilia (Log Po/w1-

3) en el rango compatible con la 

permeación cutánea (entre 1 y 3), así 

como el cumplimiento de las reglas de 

Lipinski, lo cual sugiere buenas 

propiedades biofarmacéuticas. 

A partir de la identificación del ditioacetal 

A6D1 como un inhibidor potente de 

tirosinasa, se diseñó y sintetizó una nueva 

biblioteca compuesta por 16 derivados 

estructuralmente relacionados. Este 

diseño se basó en un enfoque de SAR, 

con el objetivo de explorar el impacto de 

distintas modificaciones del núcleo activo 

en la actividad biológica (Figura 5).  

 

Figura 5. Estrategia de optimización estructural basada en 
el compuesto A6D1. Se evaluaron modificaciones en dos 
regiones principales: (1) sustituyentes del anillo aromático 
y (2) tamaño del anillo generado a partir del ditiol. 

Las variaciones incluyeron cambios 

tanto en el anillo aromático del aldehído 

como en la longitud y naturaleza del ditiol, 

con el fin de optimizar la potencia 

inhibitoria y evaluar la contribución de 

diferentes grupos funcionales al 

reconocimiento enzimático.  

Para esta instancia, la síntesis de los 

análogos se llevó a cabo de manera 

individual siguiendo rutas sintéticas 

simples y eficientes: en la mayoría de los 

casos, los derivados fueron obtenidos 

mediante una única etapa de reacción 

entre los aldehídos A2, A3, A5, A6 y A20 y 

ditioles D1, D4 y D5, bajo condiciones 

ácidas a temperatura ambiente y 

diclorometano como solvente (entradas 1-

5, Tabla 1). Sin embargo, para ciertos 

compuestos fue necesario preparar 

previamente el aldehído correspondiente. 

Así, en las entradas 6-8, se llevó a cabo 

inicialmente una metilación de los grupos 

hidroxilo de los aldehídos A6 y A20 

utilizando yoduro de metilo bajo reflujo, 

con acetona como disolvente. Una vez 

obtenido los aldehídos metilados A21, A22 y 

A23, se procedió a la formación de los 

ditioacetales mediante su reacción con los 

ditioles seleccionados, en medio ácido y 

diclorometano como disolvente  

Los 16 ditioacetales obtenidos se 

caracterizaron por espectroscopia de 

RMN de 1H y 13C, técnica que permitió 

confirmar la formación de los productos 

esperados a través del análisis de sus 

señales características.  

.





 
 
 

9 
 

del inhibidor de referencia y dos órdenes 

de magnitud mayor que el observado para 

A6D1. Esto sugiere que la conformación 

cíclica de seis miembros confiere la 

geometría óptima para establecer las 

interacciones moleculares necesarias para 

la inhibición efectiva de la enzima. Las 

variaciones en la tensión del anillo y las 

diferentes conformaciones generadas por 

anillos más pequeños o más grandes 

parecen alterar de forma desfavorable la 

interacción con el blanco biológico.  

Tomando como base a los dos 

compuestos más potentes, A6D1 y A6D4, 

se generaron derivados con diferente 

sustitución sobre el anillo fenólico. Los 

diferentes derivados resultaron ser menos 

potentes que sus precursores (A3D1y 

A2D4) o inactivos. Por lo tanto, se 

determinó que la presencia simultánea de 

dos grupos hidroxilo en posiciones orto y 

meta del anillo fenólico constituye un 

requisito estructural esencial para la 

actividad biológica 

Conclusiones 

Se identificó un nuevo inhibidor de 

tirosinasa de tipo ditioacetal (A6D1) 

mediante una síntesis dirigida por efecto 

biológico. Esta metodología, 

recientemente introducida, fue aplicada 

por primera vez a una biblioteca de 

mezclas basada en química de 

ditioacetales. 

El compuesto A6D1 mostró una 

potencia inhibitoria frente a tirosinasa 

significativamente superior a la del ácido 

kójico, además de presentar propiedades 

ADME in silico promisorias. 

Teniendo como base el ditioacetal 

A6D1, se prepararon 16 compuestos 

estructuralmente relacionados que se 

utilizaron para un primer acercamiento al 

estudio de la relación estructura-actividad.  

En conjunto, los resultados de este 

estudio permiten proponer que el núcleo 

estructural más prometedor para el 

desarrollo de inhibidores de tirosinasa 

derivados de ditioacetales está definido 

por sustituyentes fenólicos en el anillo 

aromático y un grupo ditioacetal cíclico de 

seis miembros. Estos resultados no solo 

consolidan el entendimiento del papel de 

las características estructurales clave en 

la actividad inhibitoria, sino que también 

ofrecen una guía racional para el diseño 

de nuevos análogos con potencial 

bioactividad.  
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